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1. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.
CONCEPTO, NATURALEZA Y PRINCIPIOS 
GENERALES

La Constitución Española de 1978, establece en su art. 149.1.18º que es una 
competencia exclusiva del Estado aprobar “las bases del Régimen Jurídico de las 
AA.PP.”, que garanticen en todo caso a los administrados un tratamiento común 
entre ellas; y, además el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las 
especialidades derivadas de la organización propia de las CC.AA.

Como consecuencia de este precepto se hizo necesario dictar una nueva ley, 
que sustituyera a la antigua Ley de Procedimiento Administrativo de 1958, y sus-
tituirla por una ley que recogiera con el carácter de legislación básica el Régimen 
Jurídico aplicable a todas las AA.PP., y además estableciera un procedimiento 
administrativo común a todas ellas, donde se contemplará el registro de los actos 
administrativos, los principios y reglas esenciales del procedimiento administra-
tivo, la audiencia al interesado, el sistema de responsabilidad patrimonial, etc.

Como consecuencia de este mandato constitucional, se aprobó y publicó la 
Ley 30/92 de 26 de noviembre, Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (a 
la que en adelante denominaremos LRJPAC), dicha ley ha sido objeto de va-
rias reformas, pero destacamos por su importancia la realizada mediante la Ley 
4/1999 de 13 de enero. Pero después de 22 de años de aplicación, y en el 
marco del compromiso de la Administración Pública española por la 
modernización, a través de las nuevas tecnologías y herramientas in-
formáticas y sobre todo telemáticas, se hacía necesario una reforma en 
profundidad de la Ley, para avanzar en las relaciones electrónicas con 
los ciudadanos. Y para ello se publicó la Ley 39/2015 de 1 de Octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las administraciones pú-
blicas; y la Ley 40/2015 también de 1 de octubre Del Régimen Jurídico 
del Sector Público, leyes ambas que por su complejidad entraron 
en vigor el 2 de octubre de 2016.

Tal y como establecen los artículos 1 y 2 de la Ley 39/2015, a la que nos 
referimos como LPAC, la misma se aplica a todas las AA.PP., entendiéndose por 
tales: la Administración General del Estado, la Administración de las CC.AA y las 
Entidades que integran la Administración Local, y al Sector Público Institucional.

La estructura de la LPAC es la siguiente:

Título Preliminar: Disposiciones Generales.
Título I: De los interesados.
Título II: De la actividad de las Administraciones Públicas.



Título III: De los actos administrativos.
Título IV: �De las disposiciones Generales sobre procedimiento administra-

tivo Común.
Título V: Revisión de los actos en vía administrativa.
Título VI: De la iniciativa Legislativa  y de la potestad reglamentaria.

	 5 Disposiciones adicionales.
	 5 Disposiciones transitorias.

1 Disposición derogatoria.
7 Disposiciones Finales.

Con un total de 133 artículos, el Título IV es el denominado “De las disposi-
ciones generales sobre los procedimientos administrativos” el cual se divide en 7 
capítulos, que son:

1. Garantías del procedimiento.

2. Iniciación del procedimiento.

3. Ordenación del procedimiento.

4. Instrucción del procedimiento.

5. Finalización del procedimiento.

6. De la tramitación simplificada del procedimiento administrativo común.

7. Ejecución.

Todos los cuales vamos a estudiar en el presente tema. 

2. Las fases del procedimiento 
administrativo

2.1. Garantías

Como garantías se recogen los derechos del interesado en el procedimiento 
regulados en el artículo 53 de la LPAC, que establece:

1. Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en
un procedimiento administrativo, tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los pro-
cedimientos en los que tengan la condición de interesados; el sentido del
silencio administrativo que corresponda, en caso de que la Administración
no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente



para su instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dicta-
dos. Asimismo, también tendrán derecho a acceder y a obtener copia de 
los documentos contenidos en los citados procedimientos.

Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de me-
dios electrónicos, tendrán derecho a consultar la información a la que se 
refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General electrónico de 
la Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá 
cumplida la obligación de la Administración de facilitar copias de los docu-
mentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta a disposición 
de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administra-
ción competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administracio-
nes Públicas bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional,
la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. En caso de que,
excepcionalmente, deban presentar un documento original, tendrán dere-
cho a obtener una copia autenticada de éste.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables
al procedimiento de que se trate, que ya se encuentren en poder de las
Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por éstas.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el
Ordenamiento Jurídico, y a aportar documentos en cualquier fase del pro-
cedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser tenidos en
cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o téc-
nicos que las disposiciones vigentes impongan a los proyectos, actuaciones
o solicitudes que se propongan realizar.

g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa
de sus intereses.

h) A cumplir las obligaciones de pago a través de los medios electrónicos
previstos en el artículo 98.2.

i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

2. Además de los derechos previstos en el apartado anterior, en el caso de
procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora, los presun-
tos responsables tendrán los siguientes derechos:

a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que
tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se les
pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad



competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal com-
petencia.

b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mien-
tras no se demuestre lo contrario. (También conocida como presunción de
inocencia).

2.2. Iniciación del procedimiento

INICIACIÓN (ORDENACIÓN) E INSTRUCCIÓN

R N

TERMINACIÓN EJECUCIÓN

2.2.1. Disposiciones generales

Artículo 54. Clases de iniciación

Los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud del interesado.

Artículo 55. Información y actuaciones previas

1. Con anterioridad al inicio del procedimiento, el órgano competente podrá
abrir un período de información o actuaciones previas con el fin de conocer las 
circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento.

2. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora las actuaciones
previas se orientarán a determinar, con la mayor precisión posible, los hechos 
susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, la identificación de la 
persona o personas que pudieran resultar responsables y las circunstancias rele-
vantes que concurran en unos y otros.

Las actuaciones previas serán realizadas por los órganos que tengan atribui-
das funciones de investigación, averiguación e inspección en la materia y, en 
defecto de éstos, por la persona u órgano administrativo que se determine por el 
órgano competente para la iniciación o resolución del procedimiento.

Artículo 56. Medidas provisionales

1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resol-
ver, podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte y de forma motivada, las me-
didas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolu-
ción que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello, de 
acuerdo con los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad.



2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano com-
petente para iniciar o instruir el procedimiento, de oficio o a instancia de parte, 
en los casos de urgencia inaplazable y para la protección provisional de los in-
tereses implicados, podrá adoptar de forma motivada las medidas provisionales 
que resulten necesarias y proporcionadas. Las medidas provisionales deberán ser 
confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedi-
miento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, 
el cual podrá ser objeto del recurso que proceda.

En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedi-
miento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pro-
nunciamiento expreso acerca de las mismas.

3. De acuerdo con lo previsto en los dos apartados anteriores, podrán acor-
darse las siguientes medidas provisionales, en los términos previstos en la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil:

a) Suspensión temporal de actividades.

b) Prestación de fianzas.

c) Retirada o intervención de bienes productivos o suspensión temporal de ser-
vicios por razones de sanidad, higiene o seguridad, el cierre temporal del es-
tablecimiento por estas u otras causas previstas en la normativa reguladora
aplicable.

d) Embargo preventivo de bienes, rentas y cosas fungibles computables en
metálico por aplicación de precios ciertos.

e) El depósito, retención o inmovilización de cosa mueble.

f) La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad
que se considere ilícita y cuya prohibición o cesación se pretenda.

g) Consignación o constitución de depósito de las cantidades que se recla-
men.

h) La retención de ingresos a cuenta que deban abonar las Administraciones
Públicas.

i) Aquellas otras medidas que, para la protección de los derechos de los inte-
resados, prevean expresamente las leyes, o que se estimen necesarias para
asegurar la efectividad de la resolución.

4. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio
de difícil o imposible reparación a los interesados o que impliquen violación de 
derechos amparados por las leyes.

5. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tra-
mitación del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circuns-



tancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de 
su adopción.

En todo caso, se extinguirán cuando surta efectos la resolución administrativa 
que ponga fin al procedimiento correspondiente.

Artículo 57. Acumulación

El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera 
que haya sido la forma de su iniciación, podrá disponer, de oficio o a instancia 
de parte, su acumulación a otros con los que guarde identidad sustancial o ínti-
ma conexión, siempre que sea el mismo órgano quien deba tramitar y resolver 
el procedimiento.

Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno.

2.2.2. Iniciación del procedimiento de oficio

Artículo 58. Iniciación de oficio

Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano com-
petente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, a 
petición razonada de otros órganos o por denuncia.

Artículo 59. Inicio del procedimiento a propia iniciativa

Se entiende por propia iniciativa, la actuación derivada del conocimiento di-
recto o indirecto de las circunstancias, conductas o hechos objeto del procedi-
miento por el órgano que tiene atribuida la competencia de iniciación.

Artículo 60. Inicio del procedimiento como consecuencia de orden superior

1. Se entiende por orden superior, la emitida por un órgano administrativo
superior jerárquico del competente para la iniciación del procedimiento.

2. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, la orden expresará, en
la medida de lo posible, la persona o personas presuntamente responsables; las 
conductas o hechos que pudieran constituir infracción administrativa y su tipifi-
cación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que 
los hechos se produjeron.

Artículo 61. Inicio del procedimiento por petición razonada de otros 
órganos

1. Se entiende por petición razonada, la propuesta de iniciación del procedi-
miento formulada por cualquier órgano administrativo que no tiene competencia 



para iniciar el mismo y que ha tenido conocimiento de las circunstancias, con-
ductas o hechos objeto del procedimiento, bien ocasionalmente o bien por tener 
atribuidas funciones de inspección, averiguación o investigación.

2. La petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento,
si bien deberá comunicar al órgano que la hubiera formulado los motivos por los 
que, en su caso, no procede la iniciación.

3. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, las peticiones deberán
especificar, en la medida de lo posible, la persona o personas presuntamente 
responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción adminis-
trativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo 
continuado en que los hechos se produjeron.

4. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial, la petición deberá
individualizar la lesión producida en una persona o grupo de personas, su rela-
ción de causalidad con el funcionamiento del servicio público, su evaluación eco-
nómica si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo.

Artículo 62. Inicio del procedimiento por denuncia

1. Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier persona, en cum-
plimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento de un órgano 
administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera justificar la 
iniciación de oficio de un procedimiento administrativo.

2. Las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o personas que
las presentan y el relato de los hechos que se ponen en conocimiento de la Ad-
ministración. Cuando dichos hechos pudieran constituir una infracción adminis-
trativa, recogerán la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación 
de los presuntos responsables.

3. Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las Admi-
nistraciones Públicas la no iniciación del procedimiento deberá ser motivada y 
se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha iniciado o no el procedi-
miento.

4. Cuando el denunciante haya participado en la comisión de una infracción
de esta naturaleza y existan otros infractores, el órgano competente para resolver el 
procedimiento deberá eximir al denunciante del pago de la multa que le correspon-
dería u otro tipo de sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en 
aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la 
infracción, siempre y cuando en el momento de aportarse aquellos no se disponga 
de elementos suficientes para ordenar la misma y se repare el perjuicio causado.



Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el importe del 
pago de la multa que le correspondería o, en su caso, la sanción de carácter no 
pecuniario, cuando no cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, el 
denunciante facilite elementos de prueba que aporten un valor añadido signifi-
cativo respecto de aquellos de los que se disponga.

En ambos casos será necesario que el denunciante cese en la participación de 
la infracción y no haya destruido elementos de prueba relacionados con el objeto 
de la denuncia.

5. La presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de
interesado en el procedimiento.

Artículo 63. Especialidades en el inicio de los procedimientos de 
naturaleza sancionadora

1. Los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán siempre de ofi-
cio por acuerdo del órgano competente y establecerán la debida separación entre 
la fase instructora y la sancionadora, que se encomendará a órganos distintos.

Se considerará que un órgano es competente para iniciar el procedimiento 
cuando así lo determinen las normas reguladoras del mismo.

2. En ningún caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado
el oportuno procedimiento.

3. No se podrán iniciar nuevos procedimientos de carácter sancionador por
hechos o conductas tipificadas como infracciones en cuya comisión el infractor 
persista de forma continuada, en tanto no haya recaído una primera resolución 
sancionadora, con carácter ejecutivo.

Artículo 64. Acuerdo de iniciación en los procedimientos de naturaleza 
sancionadora

1. El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor del procedimiento, con
traslado de cuantas actuaciones existan al respecto, y se notificará a los interesa-
dos, entendiendo en todo caso por tal al inculpado.

Asimismo, la incoación se comunicará al denunciante cuando las normas re-
guladoras del procedimiento así lo prevean.

2. El acuerdo de iniciación deberá contener al menos:

a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.

b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible califi-
cación y las sanciones que pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que
resulte de la instrucción.



c) Identificación del instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento,
con expresa indicación del régimen de recusación de los mismos.

d) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que
le atribuya tal competencia, indicando la posibilidad de que el presunto
responsable pueda reconocer voluntariamente su responsabilidad, con los
efectos previstos en el artículo 85.

e) Medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano com-
petente para iniciar el procedimiento sancionador, sin perjuicio de las que se
puedan adoptar durante el mismo de conformidad con el artículo 56.

f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedi-
miento y de los plazos para su ejercicio, así como indicación de que, en caso
de no efectuar alegaciones en el plazo previsto sobre el contenido del acuerdo
de iniciación, éste podrá ser considerado propuesta de resolución cuando
contenga un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada.

3. Excepcionalmente, cuando en el momento de dictar el acuerdo de inicia-
ción no existan elementos suficientes para la calificación inicial de los hechos que 
motivan la incoación del procedimiento, la citada calificación podrá realizarse en 
una fase posterior mediante la elaboración de un Pliego de cargos, que deberá 
ser notificado a los interesados.

Artículo 65. Especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de 
responsabilidad patrimonial

1. Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un proce-
dimiento de responsabilidad patrimonial será necesario que no haya prescrito el 
derecho a la reclamación del interesado al que se refiere el artículo 67.

2. El acuerdo de iniciación del procedimiento se notificará a los particulares
presuntamente lesionados, concediéndoles un plazo de diez días para que apor-
ten cuantas alegaciones, documentos o información estimen conveniente a su 
derecho y propongan cuantas pruebas sean pertinentes para el reconocimiento 
del mismo. El procedimiento iniciado se instruirá aunque los particulares presun-
tamente lesionados no se personen en el plazo establecido.

2.2.3. Inicio del procedimiento a solicitud del interesado

Artículo 66. Solicitudes de iniciación

1. Las solicitudes que se formulen deberán contener:

a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo re-
presente.



b) Identificación del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico en que
desea que se practique la notificación. Adicionalmente, los interesados po-
drán aportar su dirección de correo electrónico y/o dispositivo electrónico
con el fin de que las Administraciones Públicas les avisen del envío o pues-
ta a disposición de la notificación.

c) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.

d) Lugar y fecha.

e) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad ex-
presada por cualquier medio.

f) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige y su correspon-
diente código de identificación.

Las oficinas de asistencia en materia de registros estarán obligadas a facilitar 
a los interesados el código de identificación si el interesado lo desconoce. Asi-
mismo, las Administraciones Públicas deberán mantener y actualizar en la sede 
electrónica correspondiente un listado con los códigos de identificación vigentes.

2. Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas
tengan un contenido y fundamento idéntico o sustancialmente similar, podrán 
ser formuladas en una única solicitud, salvo que las normas reguladoras de los 
procedimientos específicos dispongan otra cosa.

3. De las solicitudes, comunicaciones y escritos que presenten los interesados
electrónicamente o en las oficinas de asistencia en materia de registros de la Ad-
ministración, podrán éstos exigir el correspondiente recibo que acredite la fecha 
y hora de presentación.

4. Las Administraciones Públicas deberán establecer modelos y sistemas de
presentación masiva que permitan a los interesados presentar simultáneamente 
varias solicitudes. Estos modelos, de uso voluntario, estarán a disposición de los in-
teresados en las correspondientes sedes electrónicas y en las oficinas de asistencia 
en materia de registros de las Administraciones Públicas.

Los solicitantes podrán acompañar los elementos que estimen convenientes 
para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos 
y tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.

5. Los sistemas normalizados de solicitud podrán incluir comprobaciones au-
tomáticas de la información aportada respecto de datos almacenados en siste-
mas propios o pertenecientes a otras Administraciones u ofrecer el formulario 
cumplimentado, en todo o en parte, con objeto de que el interesado verifique la 
información y, en su caso, la modifique y complete.

6. Cuando la Administración en un procedimiento concreto establezca expre-
samente modelos específicos de presentación de solicitudes, éstos serán de uso 
obligatorio por los interesados.



Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad 
patrimonial

1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de res-
ponsabilidad patrimonial, cuando no haya prescrito su derecho a reclamar. El 
derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el acto que motive 
la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter fí-
sico o psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación 
o la determinación del alcance de las secuelas.

En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anula-
ción en vía administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición 
de carácter general, el derecho a reclamar prescribirá al año de haberse notifica-
do la resolución administrativa o la sentencia definitiva.

En los casos de responsabilidad patrimonial a que se refiere el artículo 32, 
apartados 4 y 5, de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, el derecho 
a reclamar prescribirá al año de la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, de la sentencia que
declare la inconstitucionalidad de la norma o su carácter contrario al Derecho de 
la Unión Europea.

2. Además de lo previsto en el artículo 66, en la solicitud que realicen los
interesados se deberán especificar las lesiones producidas, la presunta relación 
de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la evaluación 
económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en 
que la lesión efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegacio-
nes, documentos e informaciones se estimen oportunos y de la proposición de 
prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el reclamante.

Artículo 68. Subsanación y mejora de la solicitud

1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo
66, y, en su caso, los que señala el artículo 67 u otros exigidos por la legislación 
específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, 
subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, 
si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que 
deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21.

2. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia com-
petitiva, este plazo podrá ser ampliado prudencialmente, hasta cinco días, a petición 
del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la aportación de los documentos 
requeridos presente dificultades especiales.

3. En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano
competente podrá recabar del solicitante la modificación o mejora voluntarias de 



los términos de aquélla. De ello se levantará acta sucinta, que se incorporará al 
procedimiento.

4. Si alguno de los sujetos a los que hace referencia el artículo 14.2 y 14.3
presenta su solicitud presencialmente, las Administraciones Públicas requerirán 
al interesado para que la subsane a través de su presentación electrónica. A estos 
efectos, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en la 
que haya sido realizada la subsanación.

Artículo 69. Declaración responsable y comunicación

1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por declaración responsable el
documento suscrito por un interesado en el que éste manifiesta, bajo su respon-
sabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente 
para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que 
dispone de la documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de 
la Administración cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener el 
cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el período de tiempo inhe-
rente a dicho reconocimiento o ejercicio.

Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán estar recogidos 
de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente declaración responsa-
ble. Las Administraciones podrán requerir en cualquier momento que se aporte 
la documentación que acredite el cumplimiento de los mencionados requisitos y 
el interesado deberá aportarla.

2. A los efectos de esta Ley, se entenderá por comunicación aquel documento
mediante el que los interesados ponen en conocimiento de la Administración 
Pública competente sus datos identificativos o cualquier otro dato relevante para 
el inicio de una actividad o el ejercicio de un derecho.

3. Las declaraciones responsables y las comunicaciones permitirán, el reco-
nocimiento o ejercicio de un derecho o bien el inicio de una actividad, desde el 
día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e 
inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá pre-
sentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la actividad cuando la legisla-
ción correspondiente lo prevea expresamente.

4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato
o información que se incorpore a una declaración responsable o a una comuni-
cación, o la no presentación ante la Administración competente de la declaración 
responsable, la documentación que sea en su caso requerida para acreditar el 
cumplimiento de lo declarado, o la comunicación, determinará la imposibilidad 



de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada desde el momento 
en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades 
penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar.

Asimismo, la resolución de la Administración Pública que declare tales cir-
cunstancias podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación 
jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio 
de la actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo 
procedimiento con el mismo objeto durante un período de tiempo determinado 
por la ley, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas sectoria-
les de aplicación.

5. Las Administraciones Públicas tendrán permanentemente publicados y ac-
tualizados modelos de declaración responsable y de comunicación, fácilmente 
accesibles a los interesados.

6. Únicamente será exigible, bien una declaración responsable, bien una co-
municación para iniciar una misma actividad u obtener el reconocimiento de un 
mismo derecho o facultad para su ejercicio, sin que sea posible la exigencia de 
ambas acumulativamente.

2.3. Ordenación del procedimiento
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Artículo 70. Expediente Administrativo

1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de
documentos y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la resolu-
ción administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla.

2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la
agregación ordenada de cuantos documentos, pruebas, dictámenes, informes, 
acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos, así como un índi-
ce numerado de todos los documentos que contenga cuando se remita. Asimis-
mo, deberá constar en el expediente copia electrónica certificada de la resolución 
adoptada.

3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electró-
nico, se hará de acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Interope-
rabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de Interoperabilidad, y se 
enviará completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo 



autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado ín-
dice garantizará la integridad e inmutabilidad del expediente electrónico genera-
do desde el momento de su firma y permitirá su recuperación siempre que sea 
preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos 
expedientes electrónicos.

4. No formará parte del expediente administrativo la información que tenga
carácter auxiliar o de apoyo, como la contenida en aplicaciones, ficheros y bases 
de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones 
e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los 
juicios de valor emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de 
informes, preceptivos y facultativos, solicitados antes de la resolución administra-
tiva que ponga fin al procedimiento.

Artículo 71. Impulso

1. El procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de
oficio en todos sus trámites y a través de medios electrónicos, respe-
tando los principios de transparencia y publicidad.

2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoa-
ción en asuntos de homogénea naturaleza, salvo que por el titular de la unidad 
administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que quede constancia.

El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exi-
gencia de responsabilidad disciplinaria del infractor y, en su caso, será causa de 
remoción del puesto de trabajo.

3. Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares
de las unidades administrativas que tengan atribuida tal función serán responsa-
bles directos de la tramitación del procedimiento y, en especial, del cumplimiento 
de los plazos establecidos.

Artículo 72. Concentración de trámites

1. De acuerdo con el principio de simplificación administrativa, se acordarán
en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan un impulso 
simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.

2. Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá
consignarse en la comunicación cursada el plazo legal establecido al efecto.

Artículo 73. Cumplimiento de trámites

1. Los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados deberán
realizarse en el plazo de diez días a partir del siguiente al de la notificación del 



correspondiente acto, salvo en el caso de que en la norma correspondiente se fije 
plazo distinto.

2. En cualquier momento del procedimiento, cuando la Administración consi-
dere que alguno de los actos de los interesados no reúne los requisitos necesarios, 
lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un plazo de diez días para 
cumplimentarlo.

3. A los interesados que no cumplan lo dispuesto en los apartados anteriores,
se les podrá declarar decaídos en su derecho al trámite correspondiente. No obs-
tante, se admitirá la actuación del interesado y producirá sus efectos legales, si se 
produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga 
por transcurrido el plazo.

Artículo 74. Cuestiones incidentales

Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las 
que se refieran a la nulidad de actuaciones, no suspenderán la tramitación del 
mismo, salvo la recusación.

2.4. Instrucción del procedimiento
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Artículo 75. Actos de instrucción

1. Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y
comprobación de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolu-
ción, se realizarán de oficio y a través de medios electrónicos, por el órgano que 
tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de los interesados a proponer 
aquellas actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites legal o 
reglamentariamente establecidos.

2. Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción
de los procedimientos deberán garantizar el control de los tiempos y plazos, la 
identificación de los órganos responsables y la tramitación ordenada de los expe-
dientes, así como facilitar la simplificación y la publicidad de los procedimientos.

3. Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados
habrán de practicarse en la forma que resulte más conveniente para ellos y sea 



compatible, en la medida de lo posible, con sus obligaciones laborales o profe-
sionales.

4. En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias
para lograr el pleno respeto a los principios de contradicción y de igualdad de los 
interesados en el procedimiento.

Artículo 76. Alegaciones

1. Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior
al trámite de audiencia, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elemen-
tos de juicio.

Unos y otros serán tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la 
correspondiente propuesta de resolución.

2. En todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación
y, en especial, los que supongan paralización, infracción de los plazos precepti-
vamente señalados o la omisión de trámites que pueden ser subsanados antes 
de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si 
hubiere razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad 
disciplinaria.

Artículo 77. Medios y período de prueba

1. Los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acre-
ditarse por cualquier medio de prueba admisible en Derecho, cuya valoración 
se realizará de acuerdo con los criterios establecidos en la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil.

2. Cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por
los interesados o la naturaleza del procedimiento lo exija, el instructor del mis-
mo acordará la apertura de un período de prueba por un plazo no superior a 
treinta días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse cuantas juzgue 
pertinentes. Asimismo, cuando lo considere necesario, el instructor, a petición de 
los interesados, podrá decidir la apertura de un período extraordinario de prueba 
por un plazo no superior a diez días.

3. El instructor del procedimiento sólo podrá rechazar las pruebas propuestas
por los interesados cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, 
mediante resolución motivada.

4. En los procedimientos de carácter sancionador, los hechos declarados pro-
bados por resoluciones judiciales penales firmes vincularán a las Administracio-
nes Públicas respecto de los procedimientos sancionadores que substancien.



5. Los documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la
condición de autoridad y en los que, observándose los requisitos legales corres-
pondientes se recojan los hechos constatados por aquéllos harán prueba de éstos 
salvo que se acredite lo contrario.

6. Cuando la prueba consista en la emisión de un informe de un órgano ad-
ministrativo, organismo público o Entidad de derecho público, se entenderá que 
éste tiene carácter preceptivo.

7. Cuando la valoración de las pruebas practicadas pueda constituir el fun-
damento básico de la decisión que se adopte en el procedimiento, por ser pieza 
imprescindible para la correcta evaluación de los hechos, deberá incluirse en la 
propuesta de resolución.

Artículo 78. Práctica de prueba

1. La Administración comunicará a los interesados, con antelación suficiente,
el inicio de las actuaciones necesarias para la realización de las pruebas que ha-
yan sido admitidas.

2. En la notificación se consignará el lugar, fecha y hora en que se practicará
la prueba, con la advertencia, en su caso, de que el interesado puede nombrar 
técnicos para que le asistan.

3. En los casos en que, a petición del interesado, deban efectuarse pruebas
cuya realización implique gastos que no deba soportar la Administración, ésta 
podrá exigir el anticipo de los mismos, a reserva de la liquidación definitiva, una 
vez practicada la prueba. La liquidación de los gastos se practicará uniendo los 
comprobantes que acrediten la realidad y cuantía de los mismos.

Artículo 79. Petición de Informes

1. A efectos de la resolución del procedimiento, se solicitarán aquellos in-
formes que sean preceptivos por las disposiciones legales, y los que se juzguen 
necesarios para resolver, citándose el precepto que los exija o fundamentando, 
en su caso, la conveniencia de reclamarlos.

2. En la petición de informe se concretará el extremo o extremos acerca de
los que se solicita.

Artículo 80. Emisión de informes

1. Salvo disposición expresa en contrario, los informes serán facultativos
y no vinculantes.



2. Los informes serán emitidos a través de medios electrónicos y de acuerdo
con los requisitos que señala el artículo 26 en el plazo de diez días, salvo que 
una disposición o el cumplimiento del resto de los plazos del procedimiento per-
mita o exija otro plazo mayor o menor.

3. De no emitirse el informe en el plazo señalado, y sin perjuicio de la respon-
sabilidad en que incurra el responsable de la demora, se podrán proseguir las ac-
tuaciones salvo cuando se trate de un informe preceptivo, en cuyo caso se podrá 
suspender el transcurso del plazo máximo legal para resolver el procedimiento en 
los términos establecidos en la letra d) del apartado 1 del artículo 22.

4. Si el informe debiera ser emitido por una Administración Pública distinta
de la que tramita el procedimiento en orden a expresar el punto de vista corres-
pondiente a sus competencias respectivas, y transcurriera el plazo sin que aquél 
se hubiera emitido, se podrán proseguir las actuaciones.

El informe emitido fuera de plazo podrá no ser tenido en cuenta al adoptar la 
correspondiente resolución.

Artículo 81. Solicitud de informes y dictámenes en los procedimientos de 
responsabilidad patrimonial

1. En el caso de los procedimientos de responsabilidad patrimonial será pre-
ceptivo solicitar informe al servicio cuyo funcionamiento haya ocasionado la 
presunta lesión indemnizable, no pudiendo exceder de diez días el plazo de su 
emisión.

2. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o supe-
rior a 50.000 euros o a la que se establezca en la correspondiente legislación 
autonómica, así como en aquellos casos que disponga la Ley Orgánica 3/1980, 
de 22 de abril, del Consejo de Estado, será preceptivo solicitar dictamen del 
Consejo de Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comuni-
dad Autónoma.

A estos efectos, el órgano instructor, en el plazo de diez días a contar desde 
la finalización del trámite de audiencia, remitirá al órgano competente para soli-
citar el dictamen una propuesta de resolución, que se ajustará a lo previsto en el 
artículo 91, o, en su caso, la propuesta de acuerdo por el que se podría terminar 
convencionalmente el procedimiento.

El dictamen se emitirá en el plazo de dos meses y deberá pronunciarse sobre 
la existencia o no de relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio 
público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado 
y la cuantía y modo de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos 
en esta Ley.



3. En el caso de reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial
del Estado por el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, será 
preceptivo el informe del Consejo General del Poder Judicial que será evacuado 
en el plazo máximo de dos meses. El plazo para dictar resolución quedará sus-
pendido por el tiempo que medie entre la solicitud, del informe y su recepción, 
no pudiendo exceder dicho plazo de los citados dos meses.

Artículo 82. Trámite de audiencia

1. Instruidos los procedimientos, e inmediatamente antes de redactar la pro-
puesta de resolución, se pondrán de manifiesto a los interesados o, en su caso, a 
sus representantes, para lo que se tendrán en cuenta las limitaciones previstas en 
su caso en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre.

La audiencia a los interesados será anterior a la solicitud del informe del ór-
gano competente para el asesoramiento jurídico o a la solicitud del Dictamen del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autóno-
ma, en el caso que éstos formaran parte del procedimiento.

2. Los interesados, en un plazo no inferior a diez días ni superior a
quince, podrán alegar y presentar los documentos y justificaciones que estimen 
pertinentes.

3. Si antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión
de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos o justificaciones, se 
tendrá por realizado el trámite.

4. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el pro-
cedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras ale-
gaciones y pruebas que las aducidas por el interesado.

5. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial a los que se refiere el
artículo 32.9 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, será necesario en 
todo caso dar audiencia al contratista, notificándole cuantas actuaciones se reali-
cen en el procedimiento, al efecto de que se persone en el mismo, exponga lo que 
a su derecho convenga y proponga cuantos medios de prueba estime necesarios.

Artículo 83. Información pública

1. El órgano al que corresponda la resolución del procedimiento, cuando la
naturaleza de éste lo requiera, podrá acordar un período de información pública.

2. A tal efecto, se publicará un anuncio en el Diario oficial correspondiente a
fin de que cualquier persona física o jurídica pueda examinar el expediente, o la 
parte del mismo que se acuerde.



El anuncio señalará el lugar de exhibición, debiendo estar en todo caso a 
disposición de las personas que lo soliciten a través de medios electrónicos en 
la sede electrónica correspondiente, y determinará el plazo para formular 
alegaciones, que en ningún caso podrá ser inferior a veinte días.

3. La incomparecencia en este trámite no impedirá a los interesados interpo-
ner los recursos procedentes contra la resolución definitiva del procedimiento.

La comparecencia en el trámite de información pública no otorga, por sí mis-
ma, la condición de interesado. No obstante, quienes presenten alegaciones u 
observaciones en este trámite tienen derecho a obtener de la Administración una 
respuesta razonada, que podrá ser común para todas aquellas alegaciones que 
planteen cuestiones sustancialmente iguales.

4. Conforme a lo dispuesto en las leyes, las Administraciones Públicas podrán
establecer otras formas, medios y cauces de participación de las personas, direc-
tamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley en 
el procedimiento en el que se dictan los actos administrativos.

2.5. Finalización del procedimiento
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2.5.1. Introducción

La doctrina administrativa acoge la distinción entre forma normal y formas 
anormales de terminación del procedimiento, que es usual en la teoría del pro-
ceso. La terminación normal del procedimiento administrativo se produce por la 
resolución, entendida en un sentido estricto como decisión de las cuestiones en 
él planteadas o que derivan del mismo.

Como formas anormales, el artículo 84.1 de la LPAC menciona: el desistimien-
to; la renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no 
estuviera prohibida por el ordenamiento jurídico; y la declaración de caducidad.

A dicha enumeración, que la doctrina consideraba no exhaustiva, de los mo-
dos anormales de terminación del procedimiento, el párrafo 2 del mismo precep-
to añade la imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas; si bien 
son también posibles circunstancias jurídicas producidas durante la sustanciación 
del procedimiento que priven a éste de su sentido originario. Así, González Pérez 



menciona la extinción y transformación de los interesados, cuando el derecho o 
interés ejercitado son de naturaleza estrictamente personal, y determinadas refor-
mas legislativas que priven al procedimiento de su razón de ser.

Por otra parte, la nueva Ley incorpora, en el artículo 86, la terminación con-
vencional, que puede resultar, en algún modo, contradictoria con la idea de po-
testad administrativa, cuyo origen legal hace que sea indisponible para quien le 
está atribuida por el Derecho objetivo.

Por último debemos considerar la terminación presunta, producida por el si-
lencio administrativo.

2.5.2. Formas de terminación del procedimiento

Artículo 84. Terminación

1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la re-
nuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia 
no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de 
caducidad.

2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad
material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución que se 
dicte deberá ser motivada en todo caso.

Artículo 85. Terminación en los procedimientos sancionadores

1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor reconoce su respon-
sabilidad, se podrá resolver el procedimiento con la imposición de la sanción que 
proceda.

2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa im-
poner una sanción pecuniaria y otra de carácter no pecuniario pero se ha justifi-
cado la improcedencia de la segunda, el pago voluntario por el presunto respon-
sable, en cualquier momento anterior a la resolución, implicará la terminación 
del procedimiento, salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a 
la determinación de la indemnización por los daños y perjuicios causados por la 
comisión de la infracción.

3. En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecunia-
rio, el órgano competente para resolver el procedimiento aplicará reducciones 
de, al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta, siendo éstos 
acumulables entre sí. Las citadas reducciones, deberán estar determinadas en la 
notificación de iniciación del procedimiento y su efectividad estará condicionada 



al desistimiento o renuncia de cualquier acción o recurso en vía administrativa 
contra la sanción.

El porcentaje de reducción previsto en este apartado podrá ser incrementado 
reglamentariamente.

2.5.2.1. Resolución

Se trata de la forma normal de terminación del procedimiento. La adminis-
tración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla salvo en los su-
puestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los 
procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber 
de comunicación previa a la administración.

Artículo 87. Actuaciones complementarias

Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver podrá decidir, 
mediante acuerdo motivado, la realización de las actuaciones complementarias 
indispensables para resolver el procedimiento. No tendrán la consideración de 
actuaciones complementarias los informes que preceden inmediatamente a la 
resolución final del procedimiento.

El acuerdo de realización de actuaciones complementarias se notificará a los 
interesados, concediéndoseles un plazo de siete días para formular las alegacio-
nes que tengan por pertinentes tras la finalización de las mismas. Las actuaciones 
complementarias deberán practicarse en un plazo no superior a quince días. El 
plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta la terminación de 
las actuaciones complementarias.

Artículo 88. Contenido

1. La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones
planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas del mismo.

Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas por 
los interesados, el órgano competente podrá pronunciarse sobre las mismas, po-
niéndolo antes de manifiesto a aquéllos por un plazo no superior a quince días, 
para que formulen las alegaciones que estimen pertinentes y aporten, en su caso, 
los medios de prueba.

2. En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado, la resolución
será congruente con las peticiones formuladas por éste, sin que en ningún caso 



pueda agravar su situación inicial y sin perjuicio de la potestad de la Administra-
ción de incoar de oficio un nuevo procedimiento, si procede.

3. Las resoluciones contendrán la decisión, que será motivada en los casos
a que se refiere el artículo 35. Expresarán, además, los recursos que contra la 
misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de pre-
sentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan 
ejercitar cualquier otro que estimen oportuno.

4. Sin perjuicio de la forma y lugar señalados por el interesado para la práctica
de las notificaciones, la resolución del procedimiento se dictará electrónicamente 
y garantizará la identidad del órgano competente, así como la autenticidad e 
integridad del documento que se formalice mediante el empleo de alguno de los 
instrumentos previstos en esta Ley.

5. En ningún caso podrá la Administración abstenerse de resolver so pretexto
de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso, 
aunque podrá acordarse la inadmisión de las solicitudes de reconocimiento de 
derechos no previstos en el ordenamiento jurídico o manifiestamente carentes de 
fundamento, sin perjuicio del derecho de petición previsto por el artículo 29 de 
la Constitución.

6. La aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la resolu-
ción cuando se incorporen al texto de la misma.

7. Cuando la competencia para instruir y resolver un procedimiento no recai-
ga en un mismo órgano, será necesario que el instructor eleve al órgano compe-
tente para resolver un propuesta de resolución.

En los procedimientos de carácter sancionador, la propuesta de resolución 
deberá ser notificada a los interesados en los términos previstos en el artículo 
siguiente.

Artículo 89. Propuesta de resolución en los procedimientos de carácter 
sancionador

1. El órgano instructor resolverá la finalización del procedimiento, con archi-
vo de las actuaciones, sin que sea necesaria la formulación de la propuesta de 
resolución, cuando en la instrucción procedimiento se ponga de manifiesto que 
concurre alguna de las siguientes circunstancias:

a) La inexistencia de los hechos que pudieran constituir la infracción.

b) Cuando lo hechos no resulten acreditados.

c) Cuando los hechos probados no constituyan, de modo manifiesto, infrac-
ción administrativa.



d) Cuando no exista o no se haya podido identificar a la persona o personas
responsables o bien aparezcan exentos de responsabilidad.

e) Cuando se concluyera, en cualquier momento, que ha prescrito la infrac-
ción.

2. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, una vez concluida
la instrucción del procedimiento, el órgano instructor formulará una propuesta 
de resolución que deberá ser notificada a los interesados. La propuesta de reso-
lución deberá indicar la puesta de manifiesto del procedimiento y el plazo para 
formular alegaciones y presentar los documentos e informaciones que se estimen 
pertinentes.

3. En la propuesta de resolución se fijarán de forma motivada los hechos
que se consideren probados y su exacta calificación jurídica, se determinará la 
infracción que, en su caso, aquéllos constituyan, la persona o personas respon-
sables y la sanción que se proponga, la valoración de las pruebas practicadas, 
en especial aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, así 
como las medidas provisionales que, en su caso, se hubieran adoptado. Cuando 
la instrucción concluya la inexistencia de infracción o responsabilidad y no se 
haga uso de la facultad prevista en el apartado primero, la propuesta declarará 
esa circunstancia.

Artículo 90. Especialidades de la resolución en los procedimientos 
sancionadores

1. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, además del conte-
nido previsto en los dos artículos anteriores, la resolución incluirá la valoración 
de las pruebas practicadas, en especial aquellas que constituyan los fundamentos 
básicos de la decisión, fijarán los hechos y, en su caso, la persona o personas res-
ponsables, la infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones que se 
imponen, o bien la declaración de no existencia de infracción o responsabilidad.

2. En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados
en el curso del procedimiento, con independencia de su diferente valoración 
jurídica. No obstante, cuando el órgano competente para resolver considere que 
la infracción o la sanción revisten mayor gravedad que la determinada en la 
propuesta de resolución, se notificará al inculpado para que aporte cuantas ale-
gaciones estime convenientes en el plazo de quince días.

3. La resolución que ponga fin al procedimiento será ejecutiva cuando no que-
pa contra ella ningún recurso ordinario en vía administrativa, pudiendo adoptarse 
en la misma las disposiciones cautelares precisas para garantizar su eficacia en 
tanto no sea ejecutiva y que podrán consistir en el mantenimiento de las medidas 
provisionales que en su caso se hubieran adoptado.



Cuando la resolución sea ejecutiva, se podrá suspender cautelarmente, si el 
interesado manifiesta a la Administración su intención de interponer recurso con-
tencioso-administrativo contra la resolución firme en vía administrativa. Dicha 
suspensión cautelar finalizará cuando:

a) Haya transcurrido el plazo legalmente previsto sin que el interesado haya
interpuesto recurso contencioso administrativo.

b) Habiendo el interesado interpuesto recurso contencioso-administrativo:
1.º No se haya solicitado en el mismo trámite la suspensión cautelar de la

resolución impugnada.
2.º El órgano judicial se pronuncie sobre la suspensión cautelar solicitada,

en los términos previstos en ella.

4. Cuando las conductas sancionadas hubieran causado daños o perjuicios a
las Administraciones y la cuantía destinada a indemnizar estos daños no hubiera 
quedado determinada en el expediente, se fijará mediante un procedimiento 
complementario, cuya resolución será inmediatamente ejecutiva. Este procedi-
miento será susceptible de terminación convencional, pero ni ésta ni la acep-
tación por el infractor de la resolución que pudiera recaer implicarán el reco-
nocimiento voluntario de su responsabilidad. La resolución del procedimiento 
pondrá fin a la vía administrativa.

Artículo 91. Especialidades de la resolución en los procedimientos en 
materia de responsabilidad patrimonial

1. Una vez recibido, en su caso, el dictamen al que se refiere el artículo 81.2
o, cuando éste no sea preceptivo, una vez finalizado el trámite de audiencia, 
el órgano competente resolverá o someterá la propuesta de acuerdo para su 
formalización por el interesado y por el órgano administrativo competente para 
suscribirlo. Cuando no se estimase procedente formalizar la propuesta de termi-
nación convencional, el órgano competente resolverá en los términos previstos 
en el apartado siguiente.

2. Además de lo previsto en el artículo 88, en los casos de procedimientos
de responsabilidad patrimonial, será necesario que la resolución se pronuncie 
sobre la existencia o no de la relación de causalidad entre el funcionamiento del 
servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño 
causado, la cuantía y el modo de la indemnización, cuando proceda, de acuerdo 
con los criterios que para calcularla y abonarla se establecen en el artículo 34 de 
la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.

3. Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento sin que haya
recaído y se notifique resolución expresa o, en su caso, se haya formalizado el 



acuerdo, podrá entenderse que la resolución es contraria a la indemnización del 
particular.

Artículo 92. Competencia para la resolución de los procedimientos de 
responsabilidad patrimonial

En el ámbito de la Administración General del Estado, los procedimientos de 
responsabilidad patrimonial se resolverán por el Ministro respectivo o por 
el Consejo de Ministros en los casos del artículo 32.3 de la Ley de Régimen 
Jurídico del Sector Público o cuando una ley así lo disponga.

En el ámbito autonómico y local, los procedimientos de responsabilidad pa-
trimonial se resolverán por los órganos correspondientes de las Comunidades 
Autónomas o de las Entidades que integran la Administración Local.

En el caso de las Entidades de Derecho Público, las normas que determinen 
su régimen jurídico podrán establecer los órganos a quien corresponde la reso-
lución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. En su defecto, se 
aplicarán las normas previstas en este artículo.

2.5.2.2. La terminación convencional

Artículo 86. Terminación convencional

1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios
o contratos con personas tanto de Derecho público como privado, siempre que no
sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de 
transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen encomenda-
do, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que, en su caso, prevea la 
disposición que lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizado-
res de los procedimientos administrativos o insertarse en los mismos con carácter 
previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin.

2. Los citados instrumentos deberán establecer como contenido mínimo la iden-
tificación de las partes intervinientes, el ámbito personal, funcional y territorial, y el 
plazo de vigencia, debiendo publicarse o no según su naturaleza y las personas a las 
que estuvieran destinados.

3. Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros u ór-
gano equivalente de las Comunidades Autónomas, los acuerdos que versen sobre 
materias de la competencia directa de dicho órgano.

4. Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competen-
cias atribuidas a los órganos administrativos, ni de las responsabilidades que 



correspondan a las autoridades y funcionarios, relativas al funcionamiento de los 
servicios públicos.

5. En los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, el acuerdo al-
canzado entre las partes deberá fijar la cuantía y modo de indemnización de acuer-
do con los criterios que para calcularla y abonarla establece el artículo 34 de la Ley 
de Régimen Jurídico del Sector Público.

2.5.2.3. El desistimiento y la renuncia

Artículo 93. Desistimiento por la Administración

En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá desistir, 
motivadamente, en los supuestos y con los requisitos previstos en las Leyes.

Artículo 94. Desistimiento y renuncia por los interesados

1. Todo interesado podrá desistir de su solicitud o, cuando ello no
esté prohibido por el ordenamiento jurídico, renunciar a sus derechos.

2. Si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados,
el desistimiento o la renuncia sólo afectará a aquellos que la hubiesen formulado.

3. Tanto el desistimiento como la renuncia podrán hacerse por cualquier me-
dio que permita su constancia, siempre que incorpore las firmas que correspon-
dan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.

4. La Administración aceptará de plano el desistimiento o la renuncia, y de-
clarará concluso el procedimiento salvo que, habiéndose personado en el mismo 
terceros interesados, instasen éstos su continuación en el plazo de diez días desde 
que fueron notificados del desistimiento o renuncia.

5. Si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase inte-
rés general o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento, 
la Administración podrá limitar los efectos del desistimiento o la renuncia al inte-
resado y seguirá el procedimiento.

Para ver la distinción entre una y otra figura, se ha de hacer notar que, a 
través del desistimiento, el articular manifiesta su voluntad de abandonar un con-
creto procedimiento, pero conservando el derecho en que se ampara que, si no 
ha prescrito, puede hacer valer en otro procedimiento, mientras que, si opta por 
la renuncia, pierde el propio derecho, sin poderlo ejercitar en lo sucesivo.

En cualquier caso, como se expuso, producido el desistimiento o la renuncia, 
la Administración, lejos de la rutinaria e ilegal práctica de archivar el expediente 



sin más, deberá adoptar resolución declarando la forma anormal de terminación 
del procedimiento que se haya producido, lo que notificará a los interesados en la 
forma legalmente prevista.

2.5.2.4. La caducidad

Artículo 95. Requisitos y efectos

1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se
produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá 
que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. Consu-
mido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para 
reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, no-
tificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán 
los recursos pertinentes.

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolu-
ción. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido 
trámite.

3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del parti-
cular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el 
plazo de prescripción.

En los casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por 
no haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido la caducidad. 
En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán cumplimentarse los trámites de 
alegaciones, proposición de prueba y audiencia al interesado.

4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada
afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y escla-
recimiento.

2.5.2.5. Imposibilidad material de continuarlo por causas 
sobrevenidas

También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material 
de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser 
motivada en todo caso.



FORMAS DE TERMINACIÓN

– Terminación Normal RESOLUCIÓN

– Terminación Convencional PACTO O ACUERDO

– Terminación Anormal – Desistimiento
– Renuncia
– Caducidad

– Terminación Presunta Silencio Administrativo

– Terminación Excepcional Imposibilidad material de finalización

2.6. De la tramitación simplificada del procedimiento 
administrativo común

Artículo 96. Tramitación simplificada del procedimiento administrativo 
común

1. Cuando razones de interés público o la falta de complejidad del
procedimiento así lo aconsejen, las Administraciones Públicas podrán acor-
dar, de oficio o a solicitud del interesado, la tramitación simplificada del proce-
dimiento.

En cualquier momento del procedimiento anterior a su resolución, el órgano 
competente para su tramitación podrá acordar continuar con arreglo a la trami-
tación ordinaria.

2. Cuando la Administración acuerde de oficio la tramitación simplificada del
procedimiento deberá notificarlo a los interesados. Si alguno de ellos manifestara 
su oposición expresa, la Administración deberá seguir la tramitación ordinaria.

3. Los interesados podrán solicitar la tramitación simplificada del procedi-
miento. Si el órgano competente para la tramitación aprecia que no concurre 
alguna de las razones previstas en el apartado 1, podrá desestimar dicha solici-
tud, en el plazo de cinco días desde su presentación, sin que exista posibilidad de 
recurso por parte del interesado. Transcurrido el mencionado plazo de cinco días 
se entenderá desestimada la solicitud.

4. En el caso de procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial de
las Administraciones Públicas, si una vez iniciado el procedimiento administrati-
vo el órgano competente para su tramitación considera inequívoca la relación de 
causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión, así como la 
valoración del daño y el cálculo de la cuantía de la indemnización, podrá acordar 



de oficio la suspensión del procedimiento general y la iniciación de un procedi-
miento simplificado.

5. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora, se podrá adop-
tar la tramitación simplificada del procedimiento cuando el órgano competente 
para iniciar el procedimiento considere que, de acuerdo con lo previsto en su 
normativa reguladora, existen elementos de juicio suficientes para calificar la in-
fracción como leve, sin que quepa la oposición expresa por parte del interesado 
prevista en el apartado 2.

6. Salvo que reste menos para su tramitación ordinaria, los procedimientos
administrativos tramitados de manera simplificada deberán ser resueltos en trein-
ta días, a contar desde el siguiente al que se notifique al interesado el acuerdo 
de tramitación simplificada del procedimiento, y constarán únicamente de los 
siguientes trámites:

a) Inicio del procedimiento de oficio o a solicitud del interesado.

b) Subsanación de la solicitud presentada, en su caso.

c) Alegaciones formuladas al inicio del procedimiento durante el plazo de
cinco días.

d) Trámite de audiencia, únicamente cuando la resolución vaya a ser desfa-
vorable para el interesado.

e) Informe del servicio jurídico, cuando éste sea preceptivo.

f) Informe del Consejo General del Poder Judicial, cuando éste sea precepti-
vo.

g) Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la
Comunidad Autónoma en los casos en que sea preceptivo. Desde que
se solicite el Dictamen al Consejo de Estado, u órgano equivalente, hasta
que éste sea emitido, se producirá la suspensión automática del plazo para
resolver.

El órgano competente solicitará la emisión del Dictamen en un plazo tal
que permita cumplir el plazo de resolución del procedimiento. El Dictamen
podrá ser emitido en el plazo de quince días si así lo solicita el órgano
competente.

En todo caso, en el expediente que se remita al Consejo de Estado u órga-
no consultivo equivalente, se incluirá una propuesta de resolución. Cuan-
do el Dictamen sea contrario al fondo de la propuesta de resolución, con
independencia de que se atienda o no este criterio, el órgano competente
para resolver acordará continuar el procedimiento con arreglo a la trami-
tación ordinaria, lo que se notificará a los interesados. En este caso, se
entenderán convalidadas todas las actuaciones que se hubieran realizado



durante la tramitación simplificada del procedimiento, a excepción del Dic-
tamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente.

h) Resolución.

7. En el caso que un procedimiento exigiera la realización de un trámite no
previsto en el apartado anterior, deberá ser tramitado de manera ordinaria.

2.7. La ejecución: la ejecución forzosa de los actos 
administrativos

INICIACIÓN (ORDENACIÓN) E INSTRUCCIÓN

R N

TERMINACIÓN EJECUCIÓN

Artículo 97. Título

1. Las Administraciones Públicas no iniciarán ninguna actuación material de
ejecución de resoluciones que limite derechos de los particulares sin que pre-
viamente haya sido adoptada la resolución que le sirva de fundamento 
jurídico.

2. El órgano que ordene un acto de ejecución material de resoluciones estará
obligado a notificar al particular interesado la resolución que autorice la actua-
ción administrativa.

Artículo 98. Ejecutoriedad

1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho
Administrativo serán inmediatamente ejecutivos, salvo que:

a) Se produzca la suspensión de la ejecución del acto.

b) Se trate de una resolución de un procedimiento de naturaleza sanciona-
dora contra la que quepa algún recurso en vía administrativa, incluido el
potestativo de reposición.

c) Una disposición establezca lo contrario.

d) Se necesite aprobación o autorización superior.

2. Cuando de una resolución administrativa, o de cualquier otra forma de
finalización del procedimiento administrativo prevista en esta ley, nazca una 
obligación de pago derivada de una sanción pecuniaria, multa o cualquier otro 
derecho que haya de abonarse a la Hacienda pública, éste se efectuará preferen-



temente, salvo que se justifique la imposibilidad de hacerlo, utilizando alguno de 
los medios electrónicos siguientes:

a) Tarjeta de crédito y débito.

b) Transferencia bancaria.

c) Domiciliación bancaria.

d) Cualesquiera otros que se autoricen por el órgano competente en materia
de Hacienda Pública.

Artículo 99. Ejecución forzosa

Las Administraciones Públicas, a través de sus órganos competentes en cada 
caso, podrán proceder, previo apercibimiento, a la ejecución forzosa de los ac-
tos administrativos, salvo en los supuestos en que se suspenda la ejecución de 
acuerdo con la Ley, o cuando la Constitución o la Ley exijan la intervención de 
un órgano judicial.

Artículo 100. Medios de ejecución forzosa

1. La ejecución forzosa por las Administraciones Públicas se efectuará, respe-
tando siempre el principio de proporcionalidad, por los siguientes medios:

a) Apremio sobre el patrimonio.
b) Ejecución subsidiaria.
c) Multa coercitiva.
d) Compulsión sobre las personas.

2. Si fueran varios los medios de ejecución admisibles se elegirá el menos
restrictivo de la libertad individual.

3. Si fuese necesario entrar en el domicilio del afectado o en los restantes
lugares que requieran la autorización de su titular, las Administraciones Públicas 
deberán obtener el consentimiento del mismo o, en su defecto, la oportuna au-
torización judicial.

Artículo 101. Apremio sobre el patrimonio

1. Si en virtud de acto administrativo hubiera de satisfacerse cantidad líquida
se seguirá el procedimiento previsto en las normas reguladoras del procedimien-
to de apremio.

2. En cualquier caso no podrá imponerse a los administrados una obligación
pecuniaria que no estuviese establecida con arreglo a una norma de rango legal.



Artículo 102. Ejecución subsidiaria

1. Habrá lugar a la ejecución subsidiaria cuando se trate de actos que por no
ser personalísimos puedan ser realizados por sujeto distinto del obligado.

2. En este caso, las Administraciones Públicas realizarán el acto, por sí o a
través de las personas que determinen, a costa del obligado.

3. El importe de los gastos, daños y perjuicios se exigirá conforme a lo dis-
puesto en el artículo anterior.

4. Dicho importe podrá liquidarse de forma provisional y realizarse antes de
la ejecución, a reserva de la liquidación definitiva.

Artículo 103. Multa coercitiva

1. Cuando así lo autoricen las Leyes, y en la forma y cuantía que éstas deter-
minen, las Administraciones Públicas pueden, para la ejecución de determinados 
actos, imponer multas coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que sean sufi-
cientes para cumplir lo ordenado, en los siguientes supuestos:

a) Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre la
persona del obligado.

b) Actos en que, procediendo la compulsión, la Administración no la estima-
ra conveniente.

c) Actos cuya ejecución pueda el obligado encargar a otra persona.

2. La multa coercitiva es independiente de las sanciones que puedan impo-
nerse con tal carácter y compatible con ellas.

Artículo 104. Compulsión sobre las personas

1. Los actos administrativos que impongan una obligación personalísima de
no hacer o soportar podrán ser ejecutados por compulsión directa sobre las per-
sonas en los casos en que la ley expresamente lo autorice, y dentro siempre del 
respeto debido a su dignidad y a los derechos reconocidos en la Constitución.

2. Si, tratándose de obligaciones personalísimas de hacer, no se realizase la
prestación, el obligado deberá resarcir los daños y perjuicios, a cuya liquidación 
y cobro se procederá en vía administrativa.

Artículo 105. Prohibición de acciones posesorias

No se admitirán a trámite acciones posesorias contra las actuaciones de los 
órganos administrativos realizadas en materia de su competencia y de acuerdo 
con el procedimiento legalmente establecido.



2.8. Obligación administrativa de resolver

Artículo 21. Obligación de resolver

1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla
en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación.

En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del procedi-
miento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición sobrevenida 
del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la cir-
cunstancia que concurra en cada caso, con indicación de los hechos producidos 
y las normas aplicables.

Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, los supues-
tos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los proce-
dimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de 
declaración responsable o comunicación a la Administración.

2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa
será el fijado por la norma reguladora del correspondiente procedi-
miento.

Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma 
con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el De-
recho de la Unión Europea.

3. Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen
el plazo máximo, éste será de tres meses. Este plazo y los previstos en el 
apartado anterior se contarán:

a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de
iniciación.

b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solici-
tud haya tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u
Organismo competente para su tramitación.

4. Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en
el portal web, a efectos informativos, las relaciones de procedimientos de su com-
petencia, con indicación de los plazos máximos de duración de los mismos, así 
como de los efectos que produzca el silencio administrativo.

En todo caso, las Administraciones Públicas informarán a los interesados del 
plazo máximo establecido para la resolución de los procedimientos y para la no-
tificación de los actos que les pongan término, así como de los efectos que pueda 
producir el silencio administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación 



o publicación del acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación que se
dirigirá al efecto al interesado dentro de los diez días siguientes a la recepción de 
la solicitud iniciadora del procedimiento en el registro electrónico de la Admi-
nistración u Organismo competente para su tramitación. En este último caso, la 
comunicación indicará además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por 
el órgano competente.

5. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas
pudieran suponer un incumplimiento del plazo máximo de resolución, el órga-
no competente para resolver, a propuesta razonada del órgano instructor, o el 
superior jerárquico del órgano competente para resolver, a propuesta de éste, 
podrán habilitar los medios personales y materiales para cumplir con el despacho 
adecuado y en plazo.

6. El personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su
cargo el despacho de los asuntos, así como los titulares de los órganos adminis-
trativos competentes para instruir y resolver son directamente responsables, en 
el ámbito de sus competencias del cumplimiento de la obligación legal de dictar 
resolución expresa en plazo.

El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de respon-
sabilidad disciplinaria, sin perjuicio de la que hubiere lugar de acuerdo con la 
normativa aplicable.

Artículo 22. Suspensión del plazo máximo para resolver

1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y no-
tificar la resolución se podrá suspender en los siguientes casos:

a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de
deficiencias o la aportación de documentos y otros elementos de juicio
necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento
y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, por el del
plazo concedido, todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 68 de
la presente Ley.

b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un
órgano de la Unión Europea, por el tiempo que medie entre la petición,
que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del pro-
nunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles
comunicada.

c) Cuando exista un procedimiento no finalizado en el ámbito de la Unión
Europea que condicione directamente el contenido de la resolución de
que se trate, desde que se tenga constancia de su existencia, lo que deberá



ser comunicado a los interesados, hasta que se resuelva, lo que también 
habrá de ser notificado.

d) Cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distin-
ta Administración, por el tiempo que medie entre la petición, que deberá
comunicarse a los interesados, y la recepción del informe, que igualmente
deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá
exceder en ningún caso de tres meses. En caso de no recibirse el informe
en el plazo indicado, proseguirá el procedimiento.

e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o di-
rimentes propuestos por los interesados, durante el tiempo necesario para
la incorporación de los resultados al expediente.

f) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o
convenio en los términos previstos en el artículo 86 de esta Ley, desde la
declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin efecto, en su caso,
de las referidas negociaciones, que se constatará mediante declaración for-
mulada por la Administración o los interesados.

g) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obten-
ción de un previo pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional,
desde el momento en que se solicita, lo que habrá de comunicarse a los
interesados, hasta que la Administración tenga constancia del mismo, lo
que también deberá serles comunicado.

2. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedi-
miento y notificar la resolución se suspenderá en los siguientes casos:

a) Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revi-
se un acto que entienda que es ilegal y que constituya la base para el que
la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el supuesto
al que se refiere el apartado 5 del artículo 39 de esta Ley, desde que se
realiza el requerimiento hasta que se atienda o, en su caso, se resuelva el
recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso administrativa. Deberá
ser comunicado a los interesados tanto la realización del requerimiento,
como su cumplimiento o, en su caso, la resolución del correspondiente
recurso contencioso-administrativo.

b) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actua-
ción complementaria de las previstas en el artículo 87, desde el momento
en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del inicio de las
actuaciones hasta que se produzca su terminación.

c) Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento
de la tramitación de un procedimiento, desde que ésta se plantee hasta
que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado.



Artículo 23. Ampliación del plazo máximo para resolver y notificar

1. Excepcionalmente, cuando se hayan agotado los medios personales y ma-
teriales disponibles a los que se refiere el apartado 5 del artículo 21, el órgano 
competente para resolver, a propuesta, en su caso, del órgano instructor o el 
superior jerárquico del órgano competente para resolver, podrá acordar de ma-
nera motivada la ampliación del plazo máximo de resolución y notificación, no 
pudiendo ser éste superior al establecido para la tramitación del procedimiento.

2. Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, que deberá
ser notificado a los interesados, no cabrá recurso alguno.

2.9. Efectos del silencio administrativo

Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a 
solicitud del interesado

1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la
resolución que la Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 
de este artículo, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado 
resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla 
estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una 
norma con rango de ley o una norma de Derecho de la Unión Europea o de Dere-
cho internacional aplicable en España establezcan lo contrario. Cuando el procedi-
miento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga el 
carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones 
imperiosas de interés general.

El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejer-
cicio del derecho de petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, 
aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solici-
tante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, im-
pliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los 
procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

El sentido del silencio también será desestimatorio en los procedimientos de 
impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio iniciados a 
solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya 
interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud 
por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de 
resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase resolución 
expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo ante-
rior de este apartado.



2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consi-
deración de acto administrativo finalizador del procedimiento. La desestimación 
por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la 
interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte 
procedente.

3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado pri-
mero del artículo 21 se sujetará al siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expre-
sa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirma-
toria del mismo.

b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución ex-
presa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración
sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán
hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o ju-
rídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento del 
plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que 
la misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier 
medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del si-
lencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el órgano competente 
para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para 
resolver el procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo 
en cualquier momento, computándose el plazo indicado anteriormente desde el 
día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro electrónico 
de la Administración u Organismo competente para resolver.

Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de 
oficio

1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo
establecido sin que se haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la 
Administración del cumplimiento de la obligación legal de resolver, produciendo 
los siguientes efectos:

a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconoci-
miento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurí-
dicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán enten-
der desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.

b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades san-
cionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos



desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, 
la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuacio-
nes, con los efectos previstos en el artículo 95.

2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por
causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver 
y notificar la resolución.

3. Los recursos administrativos. La
jurisdicción contencioso-administrativa

3.1. La invalidez de los actos administrativos. Nulidad 
de pleno derecho anulabilidad

3.1.1. Introducción

La invalidez en Derecho administrativo se ha construido sobre la teoría de la 
misma en Derecho civil, pero teniendo en cuenta las peculiaridades existentes en 
el ámbito de la Administración como son la autotutela o la presunción de validez 
de los actos administrativos.

En Derecho civil hay dos categorías de invalidez: la nulidad de pleno derecho 
y la anulabilidad. La nulidad de pleno derecho se produce por la vulneración 
de cualquier norma imperativa o prohibitiva, mientras que la anulabilidad se 
produce en determinados casos cuando la infracción consiste en un vicio del 
consentimiento o en la capacidad de quién actúa.

Ambas figuras, tienen la consecuencia común de la declaración de invalidez 
e ineficacia, pero se diferencian en cuanto que la nulidad de pleno derecho la 
puede ejercer cualquier interesado y en cualquier momento, en tanto que la anu-
labilidad sólo se puede alegar por los afectados por el vicio del consentimiento o 
la falta de capacidad y en el plazo de 4 años.

Nuestro Derecho administrativo, ha diseñado un régimen de la invalidez 
que se basa asimismo en dos figuras: la nulidad de pleno derecho y la anula-
bilidad.

La diferencia fundamental con el Derecho civil es que la nulidad de pleno no 
opera cualquiera que haya sido la norma imperativa o prohibitiva vulnerada, 
sino solamente cuando dicha vulneración corresponde con alguna de las causas 
establecidas en el artículo 47 LPAC. Por el contrario la anulabilidad actúa de 
forma residual cuando se produce una vulneración del resto de las normas del 
ordenamiento jurídico.



Además, aunque la nulidad de pleno de derecho en Derecho administrativo 
es en principio imprescriptible, lo cierto es que se tendrá que hacer valer dentro 
de los plazos y límites establecidos para las distintas formas de impugnación pre-
vistas en la Ley.

Por último, señalar que en Derecho administrativo se regulan las irregula-
ridades no invalidantes que son, por un lado, el defecto de forma que sólo 
determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos formales 
indispensables para alcanzar su fin o de lugar a la indefensión de los interesados 
y, por otro, la realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo estable-
cido para ellas, que sólo implicará la anulabilidad del acto cuando así lo imponga 
la naturaleza del término o plazo.

El artículo 39.1. de la Ley de Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas LPAC, establece que “los actos de las Admi-
nistraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos 
y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se 
disponga otra cosa”, es decir, se parte de una presunción de validez de los 
actos administrativos, de donde deriva su ejecutividad y, en su caso, ejecu-
ción forzosa.

Esta presunción de legitimación y validez del acto administrativo es iuris tan-
tum, es decir, que admite prueba en contrario a través de la interposición del 
correspondiente recurso administrativo y, en su caso, contencioso-administrativo, 
por el particular afectado por el acto que entiende ilegal, pudiéndose producir, 
en los supuestos previstos en el artículo 112 de la LPAC, la suspensión de los 
efectos del acto.

En este contexto, no es infrecuente que el acto administrativo adolezca de 
vicios o no se ajuste exactamente a lo que el ordenamiento jurídico determina en 
cada caso, pudiéndose encontrar ante los siguientes supuestos:

a) La nulidad absoluta o de pleno derecho del acto administrativo.

b) La nulidad relativa o anulabilidad del mismo.

c) La irregularidad del acto.

Junto a ellos, por lo demás, hay autores que hablan de la inexistencia del acto, 
cuando carece de los requisitos necesarios para ser considerado como un acto 
propiamente dicho (García de Enterría, que cita, a título de ejemplo, un Decreto 
dictado por un particular o una pena de muerte impuesta por un Alcalde), en 
cuyo caso carece absolutamente de efectos, pudiendo desconocer el administra-
do dicho acto, sin que de su pasividad, como indica este autor, pueda derivársele 
perjuicio alguno material o jurídico.



En cuanto a la invalidez de las disposiciones generales, se sanciona con la 
nulidad la vulneración de los principios de jerarquía normativa, de reserva de 
ley y de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables, como 
comentaré en el apartado siguiente.

3.1.2. Supuestos de nulidad de pleno derecho y de anulabilidad

3.1.2.1. Nulidad absoluta o de pleno derecho

A) Supuestos de nulidad

El artículo 47.1 LPAC establece:

“Los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos siguientes:

a) Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo consti-
tucional.

b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la
materia o del territorio.

c) Los que tengan un contenido imposible.

d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como conse-
cuencia de ésta.

e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento esta-
blecido o de las normas que contienen las reglas esenciales de la forma-
ción de la voluntad de los órganos colegiados.

f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los
que se adquieran facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos
esenciales para su adquisición.

g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición de ran-
go legal.

También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que 
vulneren la Constitución, las leyes u otras disposiciones administrativas de rango 
superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que establezcan la 
retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de de-
rechos individuales”.

Artículo que transcribe literalmente la anterior regulación de la LRJPAC, pero 
a la que hay que añadir un último supuesto respecto a la nulidad de resoluciones 
y actos que contradigan normas de carácter reglamentario, ya que el artículo 



37.2. de la LPAC establece que: “Son nulas las resoluciones administrativas que 
vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria, así como aquellas que 
incurran en alguna de las causas recogidas en el artículo 47”, que hemos visto 
más arriba.

Pasemos al estudio de cada una de ellas.

A) Actos que lesionen el contenido esencial de los derechos y libertades
susceptibles de amparo constitucional

La nulidad radical se reserva para los actos que lesionen, en su contenido 
esencial, los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional, esto es, 
los reconocidos en el artículo 14, Sección 1ª del Capítulo Segundo del Título I y 
artículo 30 de la Constitución, este último, por lo que se refiere a la objeción de 
conciencia.

B) Actos dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de
la materia o del territorio

Se ha dicho que la incompetencia será manifiesta cuando sea notoria, evi-
dente y aparezca de manera clara, sin que exija esfuerzo dialéctico alguno su 
comprobación por saltar a primera vista.

El Consejo de Estado en diversos dictámenes ha señalado que la incompeten-
cia manifiesta no es sólo la que aparece de modo claro y patente, sino también la 
incompetencia grave que afecta al orden público que, por esa razón, se presenta 
con carácter de evidencia.

La doctrina del Tribunal Supremo ha considerado como casos de incompe-
tencia manifiesta la falta de competencia objetiva o por razón de la materia y la 
falta de competencia territorial.

Se produce una incompetencia material cuando el órgano que dicta el acto 
no tiene competencia en esa materia. Por ejemplo, el Consejero de Obras Pú-
blicas impone una sanción en materia de salud pública que es competencia del 
Consejero de Sanidad.

En cambio, se produce una incompetencia territorial cuando el acto es dicta-
do por un órgano que no tiene competencia en el territorio en que ha ocurrido 
el hecho que lo motiva. Por ejemplo, un delegado provincial de la Consejería de 
Agricultura y Medio Ambiente de Ciudad Real sanciona a un particular por una 
corta de árboles efectuada en Guadalajara.

Igualmente, según la propia jurisprudencia, son nulos de pleno derecho los 
actos de la Administración que se salen del ámbito administrativo propiamente 
dicho, invadiendo el campo reservado a otros órganos del Estado.



Con arreglo al precepto que comentamos, la incompetencia jerárquica no 
produce la nulidad radical del acto dictado. La jurisprudencia así lo había venido 
entendiendo ya que en estos casos es posible la convalidación del acto por su 
superior jerárquico.

Sin embargo, la doctrina ha señalado que los supuestos más graves de incom-
petencia jerárquica, en los que la distancia jerárquica entre el órgano que dicta 
el acto y el que sería competente para ello es absolutamente insalvable (como el 
acto competencia de Ministro que se dicta por un Jefe de Negociado) habrían de 
calificarse como actos dictados por órgano manifiestamente incompetente.

C) Actos que tengan un contenido imposible

La imposibilidad que determina la calificación del acto como nulo de pleno
derecho ha de ser imposibilidad física o material, pero no la imposibilidad legal, 
pues de admitirse esta última podría llegarse a considerar nulo de pleno derecho 
todo acto que fuera contra una ley, y ello sería contrario a la intención del legisla-
dor, que determina taxativamente los casos de nulidad de pleno derecho.

Será un acto de contenido imposible la orden de un Alcalde prohibiendo que 
los perros ladren de noche o la orden de demoler un edificio que ni siquiera se 
ha empezado a levantar.

D) Actos que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como
consecuencia de ésta

La referencia a la infracción penal en vez de a los delitos, como antes se con-
tenía en el artículo 47.1.b) de la LPA, no supone innovación alguna, pues ya an-
tes en este apartado se incluían todos los supuestos de infracción penal, ya fuera 
tipificada como delito y ya lo estuviera en el Código Penal o en leyes especiales, 
con exclusión de las infracciones administrativas o disciplinarias.

Por lo demás, en este apartado se comprenden tanto los actos que en sí mis-
mos constituyen un delito (certificación falsa expedida por un Alcalde), como 
aquellos actos que, sin ser delito en sí mismos, están impuestos mediante un acto 
delictivo (una licencia conseguida mediante cohecho del funcionario encargado 
de su otorgamiento).

E) Actos dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento
legalmente establecido

En este supuesto se han de comprender no sólo los casos en que, efectiva-
mente, se ha prescindido de todo procedimiento (lo que será muy difícil, pues 
siempre habrá habido algún trámite), sino también aquellos en que:



–– La Administración ha observado un procedimiento, pero no “el concreto 
procedimiento previsto por la ley para ese supuesto”. Así, por ejemplo, 
cuando para la celebración de un contrato de obra se emplea el proce-
dimiento de concurso en vez del de subasta, que era el procedente. O se 
otorga una licencia por el procedimiento ordinario, cuando el previsto era 
el de actividades molestas, etc.

–– Se emplea el procedimiento legalmente establecido, pero se omiten los trá-
mites sustanciales del mismo. Así, por ejemplo, si toma la Administración 
posesión de un bien expropiado, sin que previamente se haya declarado la 
utilidad pública o el interés social en el expediente expropiatorio o se haya 
decretado la necesidad de ocupación y realización del previo pago o depó-
sito. O el Ministerio de Fomento procede a la aprobación de un Plan de Or-
denación elaborado por el Ayuntamiento de una capital, sin que dicho Plan 
hubiese sido aprobado inicialmente por dicho Ayuntamiento y sometido a 
información pública.

En un primer momento la Jurisprudencia realizó una interpretación literal de 
esta causa de nulidad de pleno derecho, identificándola con la falta total y abso-
luta de procedimiento, pero posteriormente el Tribunal Supremo la ha asimilado 
con la ausencia de trámites esenciales, siempre que sean de tal naturaleza que 
su falta impida identificar el procedimiento, llegando a tipificar de nulidad un 
acto en el que se ha omitido el informe del Consejo de Estado cuando este era 
preceptivo.

F) Actos dictados prescindiendo de las normas que contienen las reglas
esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados

No todos los defectos apreciados en el funcionamiento de los órganos cole-
giados originan la nulidad radical de los acuerdos adoptados por aquéllos, sino 
sólo los que se tomen prescindiendo de las reglas esenciales para la formación de 
su voluntad. La jurisprudencia siempre ha venido considerando así las reglas que 
se contienen en los cuatro primeros párrafos del artículo 17 de la LRJSP, esto es, 
composición del órgano, convocatoria y determinación del orden del día, quó-
rum de asistencia y votación.

G) Actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por
los que se adquieran facultades o derechos cuando se carezca de los 
requisitos esenciales para su adquisición

La enunciación del supuesto expresa una redundancia, porque si el acto ad-
ministrativo otorga facultades o derechos cuando se carece de los requisitos esen-



ciales para su adquisición, él mismo será, lógicamente, contrario al ordenamiento 
jurídico.

La delimitación, sin embargo, de cuáles sean esos requisitos esenciales para 
la adquisición de un derecho y su diferenciación de aquellos otros no esenciales 
pero también necesarios para su adquisición es algo que se presta difícilmente a 
la formulación de reglas generales y que se irá perfilando con los ejemplos que 
ofrezca la variada casuística del foro.

H) Actos cuya nulidad se establezca expresamente en una disposición de
rango legal

Así lo establece por ejemplo la legislación de contratos del sector público, 
que sanciona con nulidad de pleno derecho la falta de capacidad, solvencia o 
la concurrencia de alguna de las causas de prohibición en el contratista, la Ley 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa que establece que serán nulos de 
pleno derecho los actos y disposiciones contrarios a los pronunciamientos de 
las sentencias, que se dicten con la finalidad de eludir su cumplimiento o la Ley 
General de Subvenciones que castiga con nulidad las subvenciones concedidas 
con carencia o insuficiencia de crédito.

B) El régimen jurídico de la nulidad

Los efectos que acarrea la incidencia de un vicio de nulidad de pleno derecho 
son sólo similares a los que tienen lugar en el ámbito del Derecho privado y, en 
la práctica, se reducen a dos:

a) En primer lugar, los actos nulos no son convalidantes mediante la subsana-
ción ulterior de los vicios de que adolezcan. Así se deduce de lo dispuesto
en el artículo 52.1 LPAC, a sensu contrario, según el cual “la Administra-
ción podrá convalidar los actos anulables, subsanando los vicios de que
adolezcan.

b) En segundo lugar, los actos nulos son sanables parcialmente por el trans-
curso del tiempo (imprescriptibilidad relativa). Este efecto es diverso según
se trate de la impugnación del acto en vía de recurso o de revisión de
oficio: la impugnación de un acto en vía de recurso se encuentra sometida
a los mismos plazos de caducidad que la impugnación de los actos anula-
bles, de tal forma que la ausencia de interposición del recurso en tiempo
hábil los hace igualmente inatacables; en cambio, la revisión de oficio de
los actos nulos puede hacerse en cualquier momento, sin sujeción a plazo
alguno.



3.1.2.2. Supuestos de anulabilidad

A) Conceptos generales

La LPAC continúa el criterio de la LRJPA de mantener la anulabilidad como
categoría general de invalidez de los actos administrativos puesto que cualquier 
infracción del ordenamiento jurídico que no esté expresamente sancionada con 
la nulidad ha de considerarse anulable. En los párrafos 2 y 3 del artículo 48 se 
regulan las circunstancias en que determinadas infracciones no dan lugar a la 
invalidez del acto (las irregularidades no invalidantes), por lo que la anulabilidad 
se sitúa en un nivel intermedio entre aquéllas y la nulidad radical.

El citado artículo dice así:

1. “Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier
infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder.

2. No obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando
el acto carezca de los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o dé 
lugar a indefensión de los interesados.

3. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido
para ellas, sólo implicará la anulabilidad del acto cuando así lo imponga la natu-
raleza del término o plazo”.

B) La desviación de poder como supuesto de anulabilidad

La LPAC mantiene la desviación de poder como causa de anulabilidad no
obstante la crítica que la doctrina ha realizado de tal caracterización. Como ob-
serva T.R. Fernández, no es lo mismo en la desviación de poder, que el fin per-
seguido sea realmente un fin público, aunque diferente del fijado por la norma, 
que sea un fin privado del agente. En este último caso hay algo más que una des-
viación de poder, determinante de la anulabilidad del acto; hay, en efecto, una 
verdadera apropiación de la organización y de sus instrumentos por el agente 
en su exclusivo beneficio particular, una usurpación de poderes administrativos 
indigna de toda protección y cuya depuración no puede quedar al arbitrio del 
particular concretamente afectado por el acto producido.

Para entender el concepto de desviación de poder, hay que acudir directa-
mente al fin como elemento del acto administrativo que responde a que la Ad-
ministración ha de someterse, en todo caso, a una especie de regla de conducta: 
la necesidad de perseguir el interés público en cada una de sus actuaciones. De 
ahí el gran acierto de la Constitución al determinar que los tribunales controlarán 
el sometimiento de la actuación administrativa “a los fines que la justifican” (art. 
106.1 de la Constitución). Por esa vía, el fin se erige en un nuevo elemento nada 



menos que de rango constitucional, del acto administrativo: éste deberá endere-
zarse al logro de aquella finalidad que determinó el otorgamiento de la potestad 
ejercitada. 

Y es precisamente cuando se ejercen potestades administrativas para fines 
distintos de los fijados por el ordenamiento jurídico, en el momento en que se 
produce la desviación de poder que hace que los actos sean anulables.

3.1.2.3. Diferencias entre la nulidad absoluta y la nulidad 
relativa o anulabilidad

La generalidad de la doctrina y la jurisprudencia, basándose en la LPAC, han 
señalado las siguientes:

a) En la nulidad absoluta el vicio que la provea tiene una trascendencia erga
omnes, por lo que cualquier persona puede impugnar el acto y los propios
Tribunales, aunque no se alegue este vicio, si lo detectan deben declararlo.

En los supuestos de anulabilidad, el interesado ha de presentar contra el
acto que entiende ilegal los recursos procedentes en los plazos realmente
cortos, previstos en la ley, de forma que, si no lo hace, el acto queda firme
e inatacable.

Por su parte, la Administración en base al artículo 52 LPAC puede conva-
lidar el acto, a través de la subsanación de los vicios de que adolezca.

b) En la nulidad absoluta, los efectos de la declaración −por la propia Admi-
nistración o por la Jurisdicción Contencioso-Administrativa− se retrotraen
al momento en que se dictó el acto, es decir, tiene dicha declaración efec-
tos ex tunc, mientras que la anulabilidad tiene efectos desde el momento
en que se declara, es decir, efectos ex nunc, manteniéndose, por lo tanto,
todos los efectos o consecuencias del acto surgido desde que se dictó hasta
que es objeto de anulación.

c) El acto nulo de pleno derecho no puede ser sanado por confirmación o
prescripción. El acto anulable sí puede ser sanado y, así, transcurrido el
plazo para el ejercicio de la correspondiente acción sin ejercitarla, el vicio
de que adoleciera queda purgado.

3.1.2.4. Irregularidades no invalidantes

A) Los vicios de forma

Según el art. 48.2 LPAC “los vicios de forma sólo determinarán la anulabili-
dad cuando el acto carezca de los requisitos formales indispensables para alcan-
zar su fin o den lugar a la indefensión de los interesados”.



En este precepto la LPAC se está refiriendo a las infracciones procedimentales 
cometidas durante la tramitación del procedimiento para la elaboración del acto 
administrativo.

En principio, las infracciones procedimentales, por sí solas, no tienen poder 
invalidatorio del acto administrativo dictado en tal procedimiento, sino que es 
preciso, además, como se deduce del precepto antes transcrito, que la infracción 
procedimental consista en “la omisión de los requisitos formales indispensables, 
es decir, de trámites indispensables que hagan que el acto no pueda alcanzar su 
fin o produzca indefensión a los interesados.

Así pues, sintetizando: no todo vicio de procedimiento determina por sí mis-
mo la anulabilidad del acto, sino “la omisión de trámites esenciales o que produz-
can indefensión a los interesados”. La omisión de todos los trámites esenciales 
determinará no la anulabilidad del acto sino su nulidad de pleno derecho.

Ahora bien, la jurisprudencia del Tribunal Supremo, en línea con la doctrina, 
ha venido reduciendo, progresivamente, los supuestos en que la infracción del 
procedimiento puede tener eficacia invalidatoria del acto administrativo. Y así, 
ha declarado que:

–– Sólo es procedente la anulación de un acto en el supuesto de que las 
infracciones procedimentales cometidas en su elaboración supongan una 
disminución efectiva, real y trascendente de garantías, incidiendo en la 
resolución de fondo, de forma que puedan alterar su sentido, no siendo 
posible por el Tribunal averiguar si la decisión contenida en tal acto es o 
no conforme a Derecho.

–– No es, en cambio, procedente la anulación de un acto por omisión de un 
trámite preceptivo cuando:

a) Aun cumpliendo este trámite, se pueda prever lógicamente que volve-
ría a producirse un acto administrativo igual al que se pretende anular.

b) Cuando la omisión de un trámite preceptivo no causa indefensión al
interesado, no existiendo tal indefensión, cuando, a pesar de la omi-
sión del trámite, el interesado ha tenido ocasión de alegar a lo largo
del procedimiento administrativo o en la vía del recurso administrativo
interpuesto contra el acto o en la vía del recurso jurisdiccional, todo lo
que la omisión de dichos trámites le impidió alegar. (SSTS 6 de julio de
1988 y 17 de junio de 1991).

Cabe preguntarnos ahora, ¿cuáles son los efectos de la anulación del acto? 
Cuando la anulación de un acto está motivada por una infracción cometida en 
la elaboración del mismo, será preciso retrotraer el procedimiento al momento 
en que se cometió la infracción, para que, una vez observado el trámite omitido, 



continúe de nuevo el procedimiento hasta dictar un nuevo acto que sustituya el 
anulado.

La retroacción de actuaciones no supone necesariamente la declaración de 
nulidad de todo lo actuado a partir del momento en que se cometió la infracción 
procedimental, pues como señala el artículo 51 LPAC, “el órgano que declare la 
nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos 
actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse co-
metido la infracción”.

B) La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo
establecido para ellas

Según el artículo 48.3. LPAC, “la realización de actuaciones administrativas 
fuera del plazo establecido para ellas sólo implicará la anulabilidad del acto cuan-
do así lo imponga la naturaleza del término o plazo”.

Este supuesto es sustancialmente similar al de los vicios de forma, y expresa 
un discutible principio de relativización general del deber de cumplimiento de 
los plazos por parte de la Administración. La eficacia invalidante de la infracción 
de las normas relativas a plazos se halla más restringida aún que en el caso de 
los vicios de forma, y de modo bastante poco preciso, puesto que decir que la 
anulabilidad concurre “cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo” 
equivale, de hecho, a introducir una distinción vaga e insegura entre plazos im-
portantes y menos importantes. Dentro de los primeros se incluyen, ciertamente, 
todos aquellos en los que la Ley anuda a su transcurso una consecuencia jurídica 
de producción automática o un efecto de cierre (por ejemplo el de caducidad 
por inactividad de la Administración) así como, en general, los integrantes de 
procedimientos de concurrencia competitiva, en la medida que puedan otorgar 
ventajas comparativas desiguales a los diversos aspirantes; pero, salvo en estos 
casos, la fuerza anulatoria de este concreto vicio queda sumido en la mayor de 
las oscuridades, a reserva de su determinación empírica por vía jurisprudencial.

3.1.3. El principio de conservación del acto 
administrativo: límites a la extensión de nulidad, 
conversión, conservación y convalidación

3.1.3.1. Límites a la extensión de la nulidad o anulabilidad de 
los actos
A tenor del artículo 49 LPAC, la nulidad o anulabilidad de un acto no implica-

rá la de los sucesivos en el procedimiento que sean independientes del primero.



Y la nulidad o anulabilidad en parte del acto administrativo no implicará la de 
las partes del mismo independientes de aquélla salvo que la parte viciada sea de 
tal importancia que sin ella el acto administrativo no hubiera sido dictado.

3.1.3.2. Conversión

Conforme al artículo 50 LPAC, que trata de la conversión de actos viciados, 
“los actos nulos o anulables que, sin embargo, contengan los elementos constitu-
tivos de otro distinto producirán los efectos de éste”.

La LPAC en su artículo 50 admite la conversión tanto de los actos nulos como 
de los anulables. Aquí estamos ante un supuesto distinto al de la convalidación 
(que se explicará más adelante). En la convalidación se mantiene el acto inválido, 
una vez limpiado del defecto de que adolecía. En la conversión se da vida a otro 
acto distinto.

3.1.3.3. Conservación

En cuanto a la conservación de actos y trámites, dispone el artículo 51 LPAC 
que “el órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre 
la conservación de aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera manteni-
do igual de no haberse cometido la infracción”.

La conservación de los actos y trámites es una manifestación más del prin-
cipio de economía procesal, al igual que sucede con la conversión y la convali-
dación, si bien se diferencia de esta última en que mientras la convalidación se 
aplica solo a los actos anulables, la conservación entra en juego también respecto 
de los actos nulos de pleno derecho.

3.1.3.4. Convalidación

En concreto, a la convalidación se refiere el artículo 52 LPAC, a cuyo tenor:

1. La Administración podrá convalidar los actos anulables, subsanando los
vicios de que adolezcan.

2. El acto de convalidación producirá efecto desde su fecha, salvo lo dispues-
to en el artículo 39.3 para la retroactividad de los actos administrativos.

3. Si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad [re-
cuérdese que la incompetencia funcional o territorial hace incurrir al acto en nu-
lidad de pleno derecho, en base al art. 47.1.b) LPAC, por lo que aquí se está ha-



blando de la incompetencia jerárquica], la convalidación podrá realizarse por el 
órgano competente cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado.

4. Si el vicio consistiese en la falta de alguna autorización, podrá ser convali-
dado el acto mediante el otorgamiento de la misma por el órgano competente.

3.2. La revisión de oficio

La Administración al margen de los recursos que se puedan interponer contra 
sus actos no puede revocarlos de oficio sino siguiendo un procedimiento tasado 
tal y como establecen los artículos 106 al 111 de la LPAC:

Artículo 106. Revisión de disposiciones y actos nulos

1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa pro-
pia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo 
de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo 
hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan 
puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los 
supuestos previstos en el artículo 47.1.

2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio,
y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equiva-
lente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar la nulidad de las 
disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2.

3. El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivada-
mente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por los interesados, 
sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 
de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las 
causas de nulidad del artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, 
así como en el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo 
otras solicitudes sustancialmente iguales.

4. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o
acto, podrán establecer, en la misma resolución, las indemnizaciones que proce-
da reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias previstas en los artí-
culos 32.2 y 34.1 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público sin perjuicio 
de que, tratándose de una disposición, subsistan los actos firmes dictados en 
aplicación de la misma.

5. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del
plazo de seis meses desde su inicio sin dictarse resolución producirá la caducidad 



del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de interesado, se 
podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo.

Artículo 107. Declaración de lesividad de actos anulables

1. Las Administraciones Públicas podrán impugnar ante el orden jurisdiccio-
nal contencioso-administrativo los actos favorables para los interesados que sean 
anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 48, previa su declaración de 
lesividad para el interés público.

2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos
cuatro años desde que se dictó el acto administrativo y exigirá la previa 
audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo, en los términos 
establecidos por el artículo 82.

Sin perjuicio de su examen como presupuesto procesal de admisibilidad de 
la acción en el proceso judicial correspondiente, la declaración de lesividad no 
será susceptible de recurso, si bien podrá notificarse a los interesados a los meros 
efectos informativos.

3. Transcurrido el plazo de seis meses desde la iniciación del procedimiento
sin que se hubiera declarado la lesividad, se producirá la caducidad del mismo.

4. Si el acto proviniera de la Administración General del Estado o de las Co-
munidades Autónomas, la declaración de lesividad se adoptará por el órgano de 
cada Administración competente en la materia.

5. Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local,
la declaración de lesividad se adoptará por el Pleno de la Corporación o, en de-
fecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad.

Artículo 108. Suspensión

Iniciado el procedimiento de revisión de oficio al que se refieren los artículos 
106 y 107, el órgano competente para declarar la nulidad o lesividad, podrá sus-
pender la ejecución del acto, cuando ésta pudiera causar perjuicios de imposible 
o difícil reparación.

Artículo 109. Revocación de actos y rectificación de errores

1. Las Administraciones Públicas podrán revocar, mientras no haya transcu-
rrido el plazo de prescripción, sus actos de gravamen o desfavorables, siempre 
que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, 



ni sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento 
jurídico.

2. Las Administraciones Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier
momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de 
hecho o aritméticos existentes en sus actos.

Artículo 110. Límites de la revisión

Las facultades de revisión establecidas en este Capítulo, no podrán ser ejerci-
das cuando por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido o por otras 
circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la buena fe, al dere-
cho de los particulares o a las leyes.

Artículo 111. Competencia para la revisión de oficio de las disposiciones y 
de actos nulos y anulables en la Administración General del Estado

En el ámbito estatal, serán competentes para la revisión de oficio de las dispo-
siciones y los actos administrativos nulos y anulables:

a) El Consejo de Ministros, respecto de sus propios actos y disposiciones y de
los actos y disposiciones dictados por los Ministros.

b) En la Administración General del Estado:

1.º	Los Ministros, respecto de los actos y disposiciones de los Secretarios
de Estado y de los dictados por órganos directivos de su Departamento 
no dependientes de una Secretaría de Estado.

2.º	Los Secretarios de Estado, respecto de los actos y disposiciones dicta-
dos por los órganos directivos de ellos dependientes.

c) En los Organismos públicos y entidades derecho público vinculados o de-
pendientes de la Administración General del Estado:

1.º	Los órganos a los que estén adscritos los Organismos públicos y entida-
des de derecho público, respecto de los actos y disposiciones dictados 
por el máximo órgano rector de éstos.

2.º	Los máximos órganos rectores de los Organismos públicos y entidades
de derecho público, respecto de los actos y disposiciones dictados por 
los órganos de ellos dependientes.

3.3. Los recursos administrativos: clases y actos 
impugnables

Como se dijo, la presunción de validez de los actos administrativos es iuris 
tantum, es decir, que admite prueba en contrario por parte del interesado cuando 



entable el correspondiente recurso administrativo y, en su caso, contencioso-ad-
ministrativo, de forma que, si demuestra que la Administración ha incurrido en 
ilegalidad al dictar el acto, éste debe ser anulado.

A este fin, y al margen de los supuestos de la revisión de oficio, la Ley ha con-
cedido al particular diversos cauces para poder llegar a esta anulación, que no 
son otros que los recursos administrativos o, en su caso, el acceso a los órganos 
jurisdiccionales para conseguir una satisfacción a sus pretensiones, a través del 
recurso contencioso-administrativo.

Para GARCÍA DE ENTERRÍA, los recursos administrativos son “actos del ad-
ministrado mediante los que este pide a la propia Administración la revocación 
o reforma de un acto suyo o de una disposición de carácter general de rango
inferior a la Ley en base a su título jurídico específico”.

Siguiendo al autor citado, puede señalarse que el recurso administrativo es 
una garantía para los afectados por la resolución administrativa, en cuanto les 
aseguran la posibilidad de reaccionar contra ella y, eventualmente, de eliminar el 
perjuicio que comporta, alcanzando a todo tipo de actos administrativos. 

3.3.1. Principios generales

Artículo 112. Objeto y clases

1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden di-
recta o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de con-
tinuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos 
e intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de 
alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de 
los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 
48 de esta Ley.

La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesa-
dos para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.

2. Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos
sectoriales determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo justifique, 
por otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación 
y arbitraje, ante órganos colegiados o Comisiones específicas no sometidas a 
instrucciones jerárquicas, con respeto a los principios, garantías y plazos que la 
presente Ley reconoce a las personas y a los interesados en todo procedimiento 
administrativo.

En las mismas condiciones, el recurso de reposición podrá ser sustituido por 
los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, respetando su carácter 
potestativo para el interesado.



La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la Administración Lo-
cal no podrá suponer el desconocimiento de las facultades resolutorias reconoci-
das a los órganos representativos electos establecidos por la Ley.

3. Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recur-
so en vía administrativa.

Los recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la 
nulidad de alguna disposición administrativa de carácter general podrán interpo-
nerse directamente ante el órgano que dictó dicha disposición.

4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedi-
mientos establecidos por su legislación específica.

Artículo 113. Recurso extraordinario de revisión

Contra los actos firmes en vía administrativa, sólo procederá el recurso 
extraordinario de revisión cuando concurra alguna de las circunstancias previstas 
en el artículo 125.1.

Artículo 114. Fin de la vía administrativa

1. Ponen fin a la vía administrativa:

a) Las resoluciones de los recursos de alzada.

b) Las resoluciones de los procedimientos a que se refiere el artículo 112.2.

c) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior
jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario.

d) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración
de finalizadores del procedimiento.

e) La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad pa-
trimonial, cualquiera que fuese el tipo de relación, pública o privada, de
que derive.

f) La resolución de los procedimientos complementarios en materia sancio-
nadora a los que se refiere el artículo 90.4.

g) Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposi-
ción legal o reglamentaria así lo establezca.

2. Además de lo previsto en el apartado anterior, en el ámbito estatal ponen
fin a la vía administrativa los actos y resoluciones siguientes:

a) Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno.
b) Los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de

las competencias que tienen atribuidas los órganos de los que son titulares.



c) Los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o su-
perior, en relación con las competencias que tengan atribuidas en materia
de personal.

d) En los Organismos públicos y entidades derecho público vinculados o de-
pendientes de la Administración General del Estado, los emanados de los
máximos órganos de dirección unipersonales o colegiados, de acuerdo con
lo que establezcan sus estatutos, salvo que por ley se establezca otra cosa.

Artículo 115. Interposición de recurso

1. La interposición del recurso deberá expresar:

a) El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal
del mismo.

b) El acto que se recurre y la razón de su impugnación.

c) Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del medio y, en su caso,
del lugar que se señale a efectos de notificaciones.

d) Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige y su correspon-
diente código de identificación.

e) Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones es-
pecíficas.

2. El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente
no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero 
carácter.

3. Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados
por quienes los hubieren causado.

Artículo 116. Causas de inadmisión

Serán causas de inadmisión las siguientes:

a) Ser incompetente el órgano administrativo, cuando el competente perte-
neciera a otra Administración Pública. El recurso deberá remitirse al órga-
no competente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14.1 de la Ley
de Régimen Jurídico del Sector Público.

b) Carecer de legitimación el recurrente.

c) Tratarse de un acto no susceptible de recurso.

d) Haber transcurrido el plazo para la interposición del recurso.

e) Carecer el recurso manifiestamente de fundamento.



Artículo 117. Suspensión de la ejecución

1. La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una dis-
posición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano a quien compe-
ta resolver el recurso, previa ponderación, suficientemente razonada, entre el per-
juicio que causaría al interés público o a terceros la suspensión y el ocasionado al 
recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá 
suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado 
cuando concurran alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil repara-
ción.

b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de
pleno derecho previstas en el artículo 47.1 de esta Ley.

3. La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurrido
un mes desde que la solicitud de suspensión haya tenido entrada en el registro 
electrónico de la Administración u Organismo competente para decidir sobre la 
misma, el órgano a quien competa resolver el recurso no ha dictado y notificado 
resolución expresa al respecto. En estos casos, no será de aplicación lo estableci-
do en el artículo 21.4 segundo párrafo, de esta Ley.

4. Al dictar el acuerdo de suspensión podrán adoptarse las medidas cautelares
que sean necesarias para asegurar la protección del interés público o de terceros 
y la eficacia de la resolución o el acto impugnado.

Cuando de la suspensión puedan derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, 
aquélla sólo producirá efectos previa prestación de caución o garantía suficiente 
para responder de ellos, en los términos establecidos reglamentariamente.

La suspensión se prolongará después de agotada la vía administrativa cuan-
do, habiéndolo solicitado previamente el interesado, exista medida cautelar y los 
efectos de ésta se extiendan a la vía contencioso-administrativa. Si el interesa-
do interpusiera recurso contencioso-administrativo, solicitando la suspensión del 
acto objeto del proceso, se mantendrá la suspensión hasta que se produzca el 
correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud.

5. Cuando el recurso tenga por objeto la impugnación de un acto adminis-
trativo que afecte a una pluralidad indeterminada de personas, la suspensión de 
su eficacia habrá de ser publicada en el periódico oficial en que aquél se insertó.

Artículo 118. Audiencia de los interesados

1. Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no re-
cogidos en el expediente originario, se pondrán de manifiesto a los interesados 



para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, formulen las 
alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes.

No se tendrán en cuenta en la resolución de los recursos, hechos, documentos 
o alegaciones del recurrente, cuando habiendo podido aportarlos en el trámi-
te de alegaciones no lo haya hecho. Tampoco podrá solicitarse la práctica de 
pruebas cuando su falta de realización en el procedimiento en el que se dictó la 
resolución recurrida fuera imputable al interesado.

2. Si hubiera otros interesados se les dará, en todo caso, traslado del recurso
para que en el plazo antes citado, aleguen cuanto estimen procedente.

3. El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de documen-
tos nuevos a los efectos de este artículo. Tampoco lo tendrán los que los intere-
sados hayan aportado al expediente antes de recaer la resolución impugnada.

Artículo 119. Resolución

1. La resolución del recurso estimará en todo o en parte o desestimará las
pretensiones formuladas en el mismo o declarará su inadmisión.

2. Cuando existiendo vicio de forma no se estime procedente resolver sobre
el fondo se ordenará la retroacción del procedimiento al momento en el que el 
vicio fue cometido, sin perjuicio de que eventualmente pueda acordarse la con-
validación de actuaciones por el órgano competente para ello, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 52.

3. El órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cuestiones, tanto de
forma como de fondo, plantee el procedimiento, hayan sido o no alegadas por 
los interesados. En este último caso se les oirá previamente. No obstante, la re-
solución será congruente con las peticiones formuladas por el recurrente, sin que 
en ningún caso pueda agravarse su situación inicial.

Artículo 120. Pluralidad de recursos administrativos

1. Cuando deban resolverse una pluralidad de recursos administrativos que
traigan causa de un mismo acto administrativo y se hubiera interpuesto un recur-
so judicial contra una resolución administrativa o bien contra el correspondiente 
acto presunto desestimatorio, el órgano administrativo podrá acordar la suspen-
sión del plazo para resolver hasta que recaiga pronunciamiento judicial.

2. El acuerdo de suspensión deberá ser notificado a los interesados, quienes
podrán recurrirlo.



La interposición del correspondiente recurso por un interesado, no afectará a 
los restantes procedimientos de recurso que se encuentren suspendidos por traer 
causa del mismo acto administrativo.

3. Recaído el pronunciamiento judicial, será comunicado a los interesados
y el órgano administrativo competente para resolver podrá dictar resolución sin 
necesidad de realizar ningún trámite adicional, salvo el de audiencia, cuando 
proceda.

3.3.2. Recurso de alzada

Artículo 121. Objeto

1. Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1, cuando no
pongan fin a la vía administrativa, podrán ser recurridos en alzada ante 
el órgano superior jerárquico del que los dictó. A estos efectos, los Tribunales y 
órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones Públicas y 
cualesquiera otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se 
considerarán dependientes del órgano al que estén adscritos o, en su defecto, del 
que haya nombrado al presidente de los mismos.

2. El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se im-
pugna o ante el competente para resolverlo.

Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugna-
do, éste deberá remitirlo al competente en el plazo de diez días, con su informe y 
con una copia completa y ordenada del expediente.

El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del 
cumplimiento de lo previsto en el párrafo anterior.

Artículo 122. Plazos

1. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el
acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo sin haberse interpuesto el recurso, la 
resolución será firme a todos los efectos.

Si el acto no fuera expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán 
interponer recurso de alzada en cualquier momento a partir del día siguiente a 
aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos 
del silencio administrativo.



2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres me-
ses. Transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, se podrá entender deses-
timado el recurso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 24.1, tercer párrafo.

3. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso
administrativo, salvo el recurso extraordinario de revisión, en los casos estableci-
dos en el artículo 125.1.

3.3.3. Recurso potestativo de reposición

Artículo 123. Objeto y naturaleza

1. Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrati-
va podrán ser recurridos potestativamente en reposición ante el mismo 
órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo.

2. No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea
resuelto expresamente o se haya producido la desestimación presunta del recurso 
de reposición interpuesto.

Artículo 124. Plazos

1. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si
el acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse 
recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia 
del recurso extraordinario de revisión.

Si el acto no fuera expreso, el solicitante y otros posibles interesados podrán 
interponer recurso de reposición en cualquier momento a partir del día siguiente 
a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto 
presunto.

2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso
será de un mes.

3. Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de
nuevo dicho recurso.

3.3.4. Recurso extraordinario de revisión

Artículo 125. Objeto y plazos

1. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el
recurso extraordinario de revisión ante el órgano administrativo que los dictó, 



que también será el competente para su resolución, cuando concurra alguna de 
las circunstancias siguientes:

a) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de
los propios documentos incorporados al expediente.

b) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del
asunto que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la resolución
recurrida.

c) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testi-
monios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o
posterior a aquella resolución.

d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevari-
cación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra con-
ducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme.

2. El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, cuando se trate de
la causa a) del apartado anterior, dentro del plazo de cuatro años si-
guientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada. En los demás 
casos, el plazo será de tres meses a contar desde el conocimiento de 
los documentos o desde que la sentencia judicial quedó firme.

3. Lo establecido en el presente artículo no perjudica el derecho de los inte-
resados a formular la solicitud y la instancia a que se refieren los artículos 106 y 
109.2 de la presente Ley ni su derecho a que las mismas se sustancien y resuelvan.

Artículo 126. Resolución

1. El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motiva-
damente la inadmisión a trámite, sin necesidad de recabar dictamen del Consejo 
de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando el mismo no 
se funde en alguna de las causas previstas en el apartado 1 del artículo anterior o 
en el supuesto de que se hubiesen desestimado en cuanto al fondo otros recursos 
sustancialmente iguales.

2. El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de revi-
sión debe pronunciarse no sólo sobre la procedencia del recurso, sino también, 
en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto recurrido.

3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso ex-
traordinario de revisión sin haberse dictado y notificado la resolución, se enten-
derá desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-adminis-
trativa.



La Jurisdicción contencioso administrativa es la respuesta más in-
mediata.

La Constitución Española en su artículo 106 dispone que:

“1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la 
actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la 
justifican.

2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a
ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y dere-
chos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia 
del funcionamiento de los servicios públicos.”

La Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa (LJCA) es la que regula esta materia, y atribuye así 
a Jueces y Tribunales del Poder Judicial especializados por razón de la mate-
ria (contenciosa administrativa) el control de la actuación administrativa y para 
asumir la misión que le corresponde de controlar la legalidad de la actividad 
administrativa, garantizando los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos 
frente a las extralimitaciones de la Administración. 

4.2. Ámbito de aplicación

4.2.1. Delimitación subjetiva

El artículo 1 de la LJCA dispone que los Juzgados y Tribunales del orden 
contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en 
relación con la actuación de las Administraciones públicas sujeta al Derecho Ad-
ministrativo, con las disposiciones generales de rango inferior a la Ley y con los 
Decretos legislativos cuando excedan los límites de la delegación.

Se entenderá a estos efectos por Administraciones públicas:

a) La Administración General del Estado.

b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

4. LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVA

4.1. Introducción

La Administración como vemos, ejerce potestades públicas, con 
claras consecuencias para los ciudadanos, pero ¿cómo se controla el 
uso de estas potestades públicas?



La LJCA también atribuye a este orden jurisdiccional el conocimiento de ac-
tos procedentes de otros órganos constitucionales cuando establece que conoce-
rán también de las pretensiones que se deduzcan en relación con:

a) Los actos y disposiciones en materia de personal, administración y gestión
patrimonial sujetos al derecho público adoptados por los órganos com-
petentes del Congreso de los Diputados, del Senado, del Tribunal Cons-
titucional, del Tribunal de Cuentas y del Defensor del Pueblo, así como
de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y de las
instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor
del Pueblo.

b) Los actos y disposiciones del Consejo General del Poder Judicial y la acti-
vidad administrativa de los órganos de gobierno de los Juzgados y Tribu-
nales, en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

c) La actuación de la Administración electoral, en los términos previstos en la
Ley Orgánica del Régimen Electoral General.

4.2.2. Delimitación objetiva

El artículo 2 señala que el orden jurisdiccional contencioso-administrativo 
es el competente para conocer de las cuestiones que se susciten en relación con:

a) La protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, los elementos
reglados y la determinación de las indemnizaciones que fueran proceden-
tes, todo ello en relación con los actos del Gobierno o de los Consejos de
Gobierno de las Comunidades Autónomas, cualquiera que fuese la natu-
raleza de dichos actos.

b) Los contratos administrativos y los actos de preparación y adjudicación
de los demás contratos sujetos a la legislación de contratación de las Ad-
ministraciones públicas. Son los denominados Actos separables de la Ley
de Contratos de las administraciones públicas por ejemplo: pliego de con-
diciones generales (reglamento administrativo), pliego de especificaciones
técnicas (acto administrativo), llamado a licitación o concurso (acto admi-
nistrativo), publicaciones (hecho administrativo)

c) Los actos y disposiciones de las Corporaciones de Derecho público, adop-
tados en el ejercicio de funciones públicas.

d) Los actos administrativos de control o fiscalización dictados por la Adminis-
tración concedente, respecto de los dictados por los concesionarios de los
servicios públicos que impliquen el ejercicio de potestades administrativas
conferidas a los mismos, así como los actos de los propios concesionarios

c) Las Entidades que integran la Administración local.

d) Las Entidades de Derecho público que sean dependientes o estén vincula-
das al Estado, las Comunidades Autónomas o las Entidades locales.



cuando puedan ser recurridos directamente ante este orden jurisdiccional 
de conformidad con la legislación sectorial correspondiente.

e) La responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas, cualquie-
ra que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que derive,
no pudiendo ser demandadas aquellas por este motivo ante los órdenes
jurisdiccionales civil o social, aun cuando en la producción del daño con-
curran con particulares o cuenten con un seguro de responsabilidad.

f) Las restantes materias que le atribuya expresamente una Ley.

No corresponden al orden jurisdiccional contencioso-administrativo:

a) Las cuestiones expresamente atribuidas a los órdenes jurisdiccionales civil,
penal y social, aunque estén relacionadas con la actividad de la Adminis-
tración pública.

b) El recurso contencioso-disciplinario militar.

c) Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales y la Adminis-
tración pública y los conflictos de atribuciones entre órganos de una misma
Administración.

d) Los recursos directos o indirectos que se interpongan contra las Normas
Forales fiscales de las Juntas Generales de los Territorios Históricos de Ála-
va, Guipúzcoa y Vizcaya, que corresponderán, en exclusiva, al Tribunal
Constitucional. en los términos establecidos por la disposición adicional
quinta de su Ley Orgánica.

La competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo se extien-
de al conocimiento y decisión de las cuestiones prejudiciales e incidentales no 
pertenecientes al orden administrativo, directamente relacionadas con un recurso 
contencioso-administrativo, salvo las de carácter constitucional y penal y lo dis-
puesto en los Tratados internacionales.

La decisión que se pronuncie no producirá efectos fuera del proceso en que 
se dicte y no vinculará al orden jurisdiccional correspondiente.

La Jurisdicción Contencioso-administrativa es improrrogable.

Los órganos de este orden jurisdiccional apreciarán de oficio la falta de juris-
dicción y resolverán sobre la misma, previa audiencia de las partes y del Ministe-
rio Fiscal por plazo común de diez días.

En todo caso, esta declaración será fundada y se efectuará indicando siempre 
el concreto orden jurisdiccional que se estime competente. Si la parte demandan-
te se personare ante el mismo en el plazo de un mes desde la notificación de la 
resolución que declare la falta de jurisdicción, se entenderá haberlo efectuado en 
la fecha en que se inició el plazo para interponer el recurso contencioso-adminis-



trativo, si hubiere formulado éste siguiendo las indicaciones de la notificación del 
acto o ésta fuese defectuosa.

4.3. Órganos y competencias

El Artículo 6 LJCA enumera los órganos de la jurisdicción conten-
cioso administrativa:

a) Juzgados de lo Contencioso-administrativo.

b) Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo.

c) Salas de lo Contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de
Justicia.

d) Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.

e) Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo.

4.3.1. Los Juzgados de lo Contencioso Administrativo

Son órganos unipersonales y de ámbito provincial, el artículo 8 de-
limita su competencia.

Los Juzgados de lo Contencioso-administrativo conocerán, en única o pri-
mera instancia según lo dispuesto en esta ley, de los recursos que se deduzcan 
frente a los actos de las entidades locales o de las entidades y corporaciones de-
pendientes o vinculadas a las mismas, excluidas las impugnaciones de cualquier 
clase de instrumentos de planeamiento urbanístico.

Conocerán, asimismo, en única o primera instancia de los recursos que se 
deduzcan frente a los actos administrativos de la Administración de las comuni-
dades autónomas, salvo cuando procedan del respectivo Consejo de Gobierno, 
cuando tengan por objeto:

a) Cuestiones de personal, salvo que se refieran al nacimiento o extinción de
la relación de servicio de funcionarios públicos de carrera.

b) Las sanciones administrativas que consistan en multas no superiores a
60.000 euros y en ceses de actividades o privación de ejercicio de dere-
chos que no excedan de seis meses.

c) Las reclamaciones por responsabilidad patrimonial cuya cuantía no exce-
da de 30.050 euros.

Conocerán en única o primera instancia de los recursos que se deduzcan 
frente a disposiciones y actos de la Administración periférica del Estado y de las 



comunidades autónomas, contra los actos de los organismos, entes, entidades 
o corporaciones de derecho público, cuya competencia no se extienda a todo
el territorio nacional y contra las resoluciones de los órganos superiores cuando 
confirmen íntegramente los dictados por aquéllos en vía de recurso, fiscalización 
o tutela.

Se exceptúan los actos de cuantía superior a 60.000 euros dictados por la 
Administración periférica del Estado y los organismos públicos estatales cuya 
competencia no se extienda a todo el territorio nacional, o cuando se dicten en 
ejercicio de sus competencias sobre dominio público, obras públicas del Estado, 
expropiación forzosa y propiedades especiales.

Conocerán, igualmente, de todas las resoluciones que se dicten en materia de 
extranjería por la Administración periférica del Estado o por los órganos compe-
tentes de las Comunidades Autónomas.

Corresponde conocer a los Juzgados de las impugnaciones contra actos de las 
Juntas Electorales de Zona y de las formuladas en materia de proclamación de 
candidaturas y candidatos efectuada por cualquiera de las Juntas Electorales, en 
los términos previstos en la legislación electoral.

Conocerán también los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de las 
autorizaciones para la entrada en domicilios y restantes lugares cuyo acceso re-
quiera el consentimiento de su titular, siempre que ello proceda para la ejecución 
forzosa de actos de la Administración pública.

Asimismo, corresponderá a los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo la 
autorización o ratificación judicial de las medidas que las autoridades sanitarias 
consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen privación o 
restricción de la libertad o de otro derecho fundamental.

Además, los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo conocerán de las au-
torizaciones para la entrada e inspección de domicilios, locales, terrenos y medios 
de transporte que haya sido acordada por la Comisión Nacional de la Compe-
tencia, cuando, requiriendo dicho acceso e inspección el consentimiento de su 
titular, éste se oponga a ello o exista riesgo de tal oposición.

4.3.2. Los Juzgados Centrales de lo Contencioso 
Administrativo

Tienen su sede en Madrid, y jurisdicción en toda España. Es el artí-
culo 9 el que delimita sus competencias.



Los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo conocerán de los 
recursos que se deduzcan frente a los actos administrativos que tengan por 
objeto:

a) En primera o única instancia en las materias de personal cuando se trate
de actos dictados por Ministros y Secretarios de Estado, salvo que confir-
men en vía de recurso, fiscalización o tutela, actos dictados por órganos
inferiores, o se refieran al nacimiento o extinción de la relación de servicio
de funcionarios de carrera, o a las materias recogidas en el artículo 11.1.a)
sobre personal militar.

b) En única o primera instancia contra los actos de los órganos centrales de la
Administración General del Estado en los supuestos previstos en el aparta-
do 2.b) del artículo 8.

c) En primera o única instancia de los recursos contencioso-administrativos
que se interpongan contra las disposiciones generales y contra los actos
emanados de los organismos públicos con personalidad jurídica propia
y entidades pertenecientes al sector público estatal con competencia en
todo el territorio nacional, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo i) del
apartado 1 del artículo 10.

d) En primera o única instancia, de los recursos contra las resoluciones dicta-
das por los Ministros y Secretarios de Estado en materia de responsabili-
dad patrimonial cuando lo reclamado no exceda de 30.050 euros.

e) En primera instancia, de las resoluciones que acuerden la inadmisión de
las peticiones de asilo político.

f) En única o primera instancia, de las resoluciones que, en vía de fiscali-
zación, sean dictadas por el Comité Español de Disciplina Deportiva en
materia de disciplina deportiva.

Corresponderá a los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo, la 
autorización a que se refiere el artículo 8.2 de la Ley 34/2002 así como autorizar 
la ejecución de los actos adoptados por la Sección Segunda de la Comisión de 
Propiedad Intelectual para que se interrumpa la prestación de servicios de la 
sociedad de la información o para que se retiren contenidos que vulneren la pro-
piedad intelectual, en aplicación de la Ley 34/2002 de 11 de julio, de Servicios 
de la Sociedad de la información y de Comercio Electrónico.

Igualmente conocerán los Juzgados Centrales de lo Contencioso Administrati-
vo del procedimiento previsto en el artículo 12 bis de la ley Orgánica 6/2002, de 
27 de junio, de Partidos Políticos.



4.3.3. Las Salas de lo Contencioso Administrativo de los 
Tribunales Superiores de Justicia

Cada Comunidad Autónoma tiene un Tribunal Superior de Justicia 
y todos ellos cuentan con Salas de lo Contencioso administrativo.

El artículo 10 regula las competencias de las Salas de lo Contencioso-Admi-
nistrativo de los Tribunales Superiores de Justicia:

Las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de 
Justicia conocerán en única instancia de los recursos que se deduzcan en relación 
con:

a) Los actos de las Entidades locales y de las Administraciones de las Comu-
nidades Autónomas, cuyo conocimiento no esté atribuido a los Juzgados
de lo Contencioso-Administrativo.

b) Las disposiciones generales emanadas de las Comunidades Autóno-
mas y de las Entidades locales.

c) Los actos y disposiciones de los órganos de gobierno de las asambleas
legislativas de las Comunidades Autónomas, y de las instituciones auto-
nómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo, en
materia de personal, administración y gestión patrimonial.

d) Los actos y resoluciones dictados por los Tribunales Económico-Adminis-
trativos Regionales y Locales que pongan fin a la vía económico-adminis-
trativa.

e) Las resoluciones dictadas por el Tribunal Económico-Administrativo Cen-
tral en materia de tributos cedidos.

f) Los actos y disposiciones de las Juntas Electorales Provinciales y de Co-
munidades Autónomas, así como los recursos contencioso-electorales con-
tra acuerdos de las Juntas Electorales sobre proclamación de electos y
elección y proclamación de Presidentes de Corporaciones locales, en los
términos de la legislación electoral.

g) Los convenios entre Administraciones públicas cuyas competencias se
ejerzan en el ámbito territorial de la correspondiente Comunidad Autóno-
ma.

h) La prohibición o la propuesta de modificación de reuniones previstas en la
Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, Reguladora del Derecho de Reunión.

i) Los actos y resoluciones dictados por órganos de la Administración Gene-
ral del Estado cuya competencia se extienda a todo el territorio nacional
y cuyo nivel orgánico sea inferior al de Ministro o Secretario de Estado en
materias de personal, propiedades especiales y expropiación forzosa.



j) Los actos y resoluciones de los órganos de las Comunidades Autónomas
competentes para la aplicación de la Ley de Defensa de la Competencia.

k) Las resoluciones dictadas por el órgano competente para la resolución de
recursos en materia de contratación previsto en el artículo 311 de la Ley
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, en relación
con los contratos incluidos en el ámbito competencial de las Comunidades
Autónomas o de las Corporaciones locales.

l) Las resoluciones dictadas por los Tribunales Administrativos Territoriales
de Recursos Contractuales.

m) Cualesquiera otras actuaciones administrativas no atribuidas expresamen-
te a la competencia de otros órganos de este orden jurisdiccional.

Conocerán, en segunda instancia, de las apelaciones promovidas contra sen-
tencias y autos dictados por los Juzgados de lo Contencioso-administrativo, y de 
los correspondientes recursos de queja.

También les corresponde, con arreglo a lo establecido en esta Ley, el conoci-
miento de los recursos de revisión contra las sentencias firmes de los Juzgados de 
lo Contencioso-administrativo.

Conocerán de las cuestiones de competencia entre los Juzgados de lo Con-
tencioso-administrativo con sede en la Comunidad Autónoma.

Conocerán del recurso de casación para la unificación de doctrina previsto en 
el artículo 99.

Conocerán del recurso de casación en interés de la ley previsto en el artículo 101.

4.3.4. La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional

Con ámbito nacional, el artículo 11 es el que establece las compe-
tencias.

La Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional conocerá 
en única instancia:

a) De los recursos que se deduzcan en relación con las disposiciones genera-
les y los actos de los Ministros y de los Secretarios de Estado en general y
en materia de personal cuando se refieran al nacimiento o extinción de la
relación de servicio de funcionarios de carrera. Asimismo conocerá de los
recursos contra los actos de cualesquiera órganos centrales del Ministerio
de Defensa referidos a ascensos, orden y antigüedad en el escalafona-
miento y destinos.



b) De los recursos contra los actos de los Ministros y Secretarios de Estado
cuando rectifiquen en vía de recurso o en procedimiento de fiscalización
o de tutela los dictados por órganos o entes distintos con competencia en
todo el territorio nacional.

c) De los recursos en relación con los convenios entre Administraciones pú-
blicas no atribuidos a los Tribunales Superiores de Justicia.

d) De los actos de naturaleza económico-administrativa dictados por el Minis-
tro de Economía y Hacienda y por el Tribunal Económico-Administrativo
Central, con excepción de lo dispuesto en el artículo 10.1.e).

e) De los recursos contra los actos dictados por la Comisión de Vigilancia de
Actividades de Financiación del Terrorismo, y de la autorización de prórro-
ga de los plazos de las medidas de dicha Comisión, conforme a lo previsto
en la Ley de Prevención y Bloqueo de la Financiación del Terrorismo.

f) Las resoluciones dictadas por el Tribunal Administrativo Central de Recur-
sos Contractuales, con excepción de lo dispuesto en el artículo 10.1.k).

g) De los recursos contra los actos del Banco de España, de la Comisión
Nacional del Mercado de Valores y del FROB adoptados conforme a lo
previsto en la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y resolución
de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión.

h) De los recursos interpuestos por la Comisión Nacional de los Mercados y
de la Competencia en defensa de la unidad de mercado.

Conocerá, en segunda instancia, de las apelaciones contra autos y sentencias 
dictados por los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo y de los 
correspondientes recursos de queja.

Conocerá de los recursos de revisión contra sentencias firmes dictadas por los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo.

También conocerá de las cuestiones de competencia que se puedan plantear 
entre los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo.

4.3.5. Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Supremo

También con ámbito nacional, las competencias de esta Sala se 
delimitan en el artículo 12 LJCA.

La Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo conocerá en 
única instancia de los recursos que se deduzcan en relación con:

a) Los actos y disposiciones del Consejo de Ministros y de las Comisiones
Delegadas del Gobierno.



b) Los actos y disposiciones del Consejo General del Poder Judicial.

c) Los actos y disposiciones en materia de personal, administración y gestión
patrimonial adoptados por los órganos competentes del Congreso de los
Diputados, del Senado, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Cuen-
tas y del Defensor del Pueblo.

Conocerá también de:

a) Los recursos de casación de cualquier modalidad, en los términos estable-
cidos por esta Ley, y los correspondientes recursos de queja.

b) Los recursos de casación y revisión contra las resoluciones dictadas por el
Tribunal de Cuentas, con arreglo a lo establecido en su Ley de Funciona-
miento.

c) Los recursos de revisión contra sentencias firmes dictadas por las Salas
de lo Contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia,
de la Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo, salvo lo dispuesto en el
artículo 61.1.1.º de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Asimismo conocerá de:

a) Los recursos que se deduzcan en relación con los actos y disposiciones de
la Junta Electoral Central, así como los recursos contencioso-electorales
que se deduzcan contra los acuerdos sobre proclamación de electos en los
términos previstos en la legislación electoral.

b) Los recursos deducidos contra actos de las Juntas Electorales adoptados
en el procedimiento para elección de miembros de las Salas de Gobierno
de los Tribunales, en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

4.3.6. Competencia territorial de los Juzgados y Tribunales

El Artículo 13 dispone que para aplicar las reglas de distribución de compe-
tencia contenidas en los artículos anteriores, se tendrán en cuenta los siguientes 
criterios:

La competencia territorial de los Juzgados y de los Tribunales Superiores de 
Justicia se determinará con carácter general, será competente el órgano juris-
diccional en cuya circunscripción tenga su sede el órgano que hubiere 
dictado la disposición o el acto originario impugnado. En la LJCA se 
contienen otros supuestos más específicos

Cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones públicas en 
materia de responsabilidad patrimonial, personal, propiedades especiales y san-
ciones será competente, a elección del demandante, el juzgado o el tribunal en 



cuya circunscripción tenga aquél su domicilio o se halle la sede del órgano autor 
del acto originario impugnado.

Cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones de las Co-
munidades Autónomas o de las entidades de la Administración Local, la elección 
a que se refiere esta regla segunda se entenderá limitada a la circunscripción del 
Tribunal Superior de Justicia en que tenga su sede el órgano que hubiere dictado 
el acto originario impugnado.

La competencia corresponderá al órgano jurisdiccional en cuya circunscrip-
ción radiquen los inmuebles afectados cuando se impugnen planes de ordena-
ción urbana y actuaciones urbanísticas, expropiatorias y, en general, las que 
comporten intervención administrativa en la propiedad privada.

Cuando el acto originario impugnado afectase a una pluralidad de destina-
tarios y fueran diversos los Juzgados o Tribunales competentes según las reglas 
anteriores, la competencia vendrá atribuida al órgano jurisdiccional en cuya cir-
cunscripción tenga su sede el órgano que hubiere dictado el acto originario im-
pugnado.

4.4. Las partes

Hay que tener en cuenta que en los procesos contenciosos administrativos 
una de las partes necesariamente ha de ser una Administración Pública o relacio-
nada con ella (ejemplo concesionarios que ejercitan funciones públicas)

4.4.1. Capacidad procesal

Según el artículo 18 tienen capacidad procesal ante el orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo, además de las personas que la ostenten con arreglo 
a la Ley de Enjuiciamiento Civil, los menores de edad para la defensa de aque-
llos de sus derechos e intereses legítimos cuya actuación les esté permitida por 
el ordenamiento jurídico sin necesidad de asistencia de la persona que ejerza la 
patria potestad, tutela o curatela.

Los grupos de afectados, uniones sin personalidad o patrimonios indepen-
dientes o autónomos, entidades todas ellas aptas para ser titulares de derechos y 
obligaciones al margen de su integración en las estructuras formales de las per-
sonas jurídicas, también tendrán capacidad procesal ante el orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo cuando la Ley así lo declare expresamente.



4.4.2. Legitimación

4.4.2.1. Legitimación activa

Conforme al artículo 19 están legitimados ante el orden jurisdiccional conten-
cioso-administrativo:

Las personas físicas o jurídicas que ostenten un derecho o interés legíti-
mo. (Este caso es el habitual) (art. 19 .a)

Las corporaciones, asociaciones, sindicatos y grupos y entidades a 
que se refiere el artículo 18 que resulten afectados o estén legalmente habilitados 
para la defensa de los derechos e intereses legítimos colectivos. (Art. 19.b)

Cualquier ciudadano, en ejercicio de la acción popular, en los casos expresa-
mente previstos por las Leyes. (art. 19.h)

Sin embargo la Administración también actuar como demandante, estos ca-
sos son los recogidos en el art. 19.1.c, d, e, f, g, y 19.2

– La Administración del Estado, cuando ostente un derecho o interés
legítimo, para impugnar los actos y disposiciones de la Administración de
las Comunidades Autónomas y de los Organismos públicos vinculados a
éstas, así como los de las Entidades locales, de conformidad con lo dis-
puesto en la legislación de régimen local, y los de cualquier otra entidad
pública no sometida a su fiscalización.

– La Administración de las Comunidades Autónomas, para impugnar
los actos y disposiciones que afecten al ámbito de su autonomía, emana-
dos de la Administración del Estado y de cualquier otra Administración u
Organismo público, así como los de las Entidades locales, de conformidad
con lo dispuesto en la legislación de régimen local.

– Las Entidades locales territoriales, para impugnar los actos y disposi-
ciones que afecten al ámbito de su autonomía, emanados de las Adminis-
traciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, así como los de
Organismos públicos con personalidad jurídica propia vinculados a una y
otras o los de otras Entidades locales.

– El Ministerio Fiscal para intervenir en los procesos que determine la
Ley.

– Las Entidades de Derecho público con personalidad jurídica pro-
pia vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administra-
ciones públicas para impugnar los actos o disposiciones que afecten al
ámbito de sus fines.



– Para la defensa del derecho de igualdad de trato entre mujeres y hombres,
además de los afectados y siempre con su autorización, estarán también le-
gitimados los sindicatos y las asociaciones legalmente constituidas
cuyo fin primordial sea la defensa de la igualdad de trato entre mu-
jeres y hombres, respecto de sus afiliados y asociados, respectivamente.

Cuando los afectados sean una pluralidad de personas indeterminada o de 
difícil determinación, la legitimación para demandar en juicio la defensa de es-
tos intereses difusos corresponderá exclusivamente a los organismos públicos 
con competencia en la materia, a los sindicatos más representativos y a las aso-
ciaciones de ámbito estatal cuyo fin primordial sea la igualdad entre mujeres y 
hombres, sin perjuicio, si los afectados estuvieran determinados, de su propia 
legitimación procesal.

La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual 
y acoso por razón de sexo.

La Administración autora de un acto está legitimada para impugnarlo ante 
este orden jurisdiccional, previa su declaración de lesividad para el interés 
público en los términos establecidos por la Ley.

El ejercicio de acciones por los vecinos en nombre e interés de las Entidades 
locales se rige por lo dispuesto en la legislación de régimen local.

Las Administraciones públicas y los particulares podrán interponer recurso 
contencioso-administrativo contra las decisiones adoptadas por los órganos ad-
ministrativos a los que corresponde resolver los recursos especiales y las 
reclamaciones en materia de contratación a que se refiere la legisla-
ción de Contratos del Sector Público sin necesidad, en el primer caso, de 
declaración de lesividad.

Tendrán legitimación para recurrir ante el orden jurisdiccional contencioso-ad-
ministrativo las resoluciones del Tribunal Administrativo del Deporte 
que se dicten en asuntos de disciplina deportiva en materia de dopaje, todas las 
personas mencionadas en el artículo 40.4 de la Ley Orgánica de Protección de la 
Salud del Deportista y Lucha contra el Dopaje en la Actividad Deportiva.

Terminamos este epígrafe señalando que el artículo 20 LCJA nos establece 
cuando no se puede interponer recurso contencioso-administrativo contra la ac-
tividad de una Administración pública:

a) Los órganos de la misma y los miembros de sus órganos colegiados, salvo
que una Ley lo autorice expresamente.

b) Los particulares cuando obren por delegación o como meros agentes o
mandatarios de ella.



c) Las Entidades de Derecho público que sean dependientes o estén vincu-
ladas al Estado, las Comunidades Autónomas o las Entidades locales, res-
pecto de la actividad de la Administración de la que dependan. Se excep-
túan aquellos a los que por Ley se haya dotado de un estatuto específico
de autonomía respecto de dicha Administración.

4.4.2.2. Legitimación pasiva

Según el artículo 21 se considera parte demandada:

a) Las Administraciones públicas o cualesquiera de los órganos mencionados
en el artículo 1.3 contra cuya actividad se dirija el recurso.

b) Las personas o entidades cuyos derechos o intereses legítimos pudieran
quedar afectados por la estimación de las pretensiones del demandante.

c) Las aseguradoras de las Administraciones públicas, que siempre serán par-
te codemandada junto con la Administración a quien aseguren.

A efectos de lo dispuesto en el párrafo a) del apartado anterior, cuando se 
trate de Organismos o Corporaciones públicos sujetos a fiscalización de una Ad-
ministración territorial, se entiende por Administración demandada:

a) El Organismo o Corporación autores del acto o disposición fiscalizados, si
el resultado de la fiscalización es aprobatorio.

b) La que ejerza la fiscalización, si mediante ella no se aprueba íntegramente
el acto o disposición.

En los recursos contra las decisiones adoptadas por los órganos administra-
tivos a los que corresponde resolver los recursos especiales y las reclamaciones 
en materia de contratación a que se refiere la legislación de Contratos del Sector 
Público los citados órganos no tendrán la consideración de parte demandada, 
siéndolo las personas o Administraciones favorecidas por el acto objeto del recur-
so, o que se personen en tal concepto.

Si el demandante fundara sus pretensiones en la ilegalidad de una disposición 
general, se considerará también parte demandada a la Administración autora de 
la misma, aunque no proceda de ella la actuación recurrida.

Por su parte, el artículo 22 dispone, que si la legitimación de las partes de-
rivare de alguna relación jurídica transmisible, el causahabiente podrá suceder 
en cualquier estado del proceso a la persona que inicialmente hubiere actuado 
como parte.



4.4.3. Representación y defensa de las partes

En sus actuaciones ante ÓRGANOS UNIPERSONALES, las partes podrán 
conferir su representación a un Procurador y serán asistidas, en todo caso, por 
Abogado. Cuando las partes confieran su representación al Abogado, será a éste 
a quien se notifiquen las actuaciones. 

En sus actuaciones ante ÓRGANOS COLEGIADOS, las partes deberán con-
ferir su representación a un Procurador y ser asistidas por Abogado. (art. 23)

La representación y defensa de las Administraciones públicas y de los órganos 
constitucionales se rige por lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y 
en la Ley de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, así como en las 
normas que sobre la materia y en el marco de sus competencias hayan dictado 
las Comunidades Autónomas.(art.24)

¿Qué actividad administrativa es impugnable?

Esto se recoge en los artículos 25 y ss. de la LJCA

El recurso contencioso-administrativo es admisible en relación con las dispo-
siciones de carácter general y con los actos expresos y presuntos de la Adminis-
tración pública que pongan fin a la vía administrativa, ya sean definitivos o de 
trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, de-
terminan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión 
o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos.

También es admisible el recurso contra la inactividad de la Administración y 
contra sus actuaciones materiales que constituyan vía de hecho, en los términos 
establecidos en esta Ley.

Además de la impugnación directa de las disposiciones de carácter general, 
también es admisible la de los actos que se produzcan en aplicación de las mis-
mas, fundada en que tales disposiciones no son conformes a Derecho.

La falta de impugnación directa de una disposición general o la desestimación 
del recurso que frente a ella se hubiera interpuesto no impiden la impugnación de 
los actos de aplicación con fundamento en lo dispuesto en el apartado anterior.

Cuando un Juez o Tribunal de lo Contencioso-administrativo hubiere dictado 
sentencia firme estimatoria por considerar ilegal el contenido de la disposición 
general aplicada, deberá plantear la cuestión de ilegalidad ante el Tribunal 
competente para conocer del recurso directo contra la disposición, salvo lo dis-
puesto en los dos apartados siguientes.

Cuando el Juez o Tribunal competente para conocer de un recurso contra un 
acto fundado en la invalidez de una disposición general lo fuere también para 



conocer del recurso directo contra ésta, la sentencia declarará la validez o nulidad 
de la disposición general.

Sin necesidad de plantear cuestión de ilegalidad, el Tribunal Supremo anulará 
cualquier disposición general cuando, en cualquier grado, conozca de un recurso 
contra un acto fundado en la ilegalidad de aquella norma.

No es admisible el recurso contencioso-administrativo respecto de los actos 
que sean reproducción de otros anteriores definitivos y firmes y los confirmato-
rios de actos consentidos por no haber sido recurridos en tiempo y forma.

Cuando la Administración, en virtud de una disposición general que no precise 
de actos de aplicación o en virtud de un acto, contrato o convenio administrativo, 
esté obligada a realizar una prestación concreta en favor de una o varias personas 
determinadas, quienes tuvieran derecho a ella pueden reclamar de la Administra-
ción el cumplimiento de dicha obligación. Si en el plazo de tres meses desde la 
fecha de la reclamación, la Administración no hubiera dado cumplimiento a lo so-
licitado o no hubiera llegado a un acuerdo con los interesados, éstos pueden dedu-
cir recurso contencioso-administrativo contra la inactividad de la Administración.

Cuando la Administración no ejecute sus actos firmes podrán los afectados 
solicitar su ejecución, y si ésta no se produce en el plazo de un mes desde tal peti-
ción, podrán los solicitantes formular recurso contencioso-administrativo, que se 
tramitará por el procedimiento abreviado regulado en el artículo 78.

En caso de vía de hecho, (es decir cuando la Administración actúa sin la ne-
cesaria cobertura jurídica total y absolutamente al margen de la competencia o 
del procedimiento administrativo, el interesado podrá formular requerimiento a 
la Administración actuante, intimando su cesación. Si dicha intimación no hu-
biere sido formulada o no fuere atendida dentro de los diez días siguientes a la 
presentación del requerimiento, podrá deducir directamente recurso contencio-
so-administrativo. 

4.5. El procedimiento contencioso administrativo 
ordinario

4.5.1. Diligencias preliminares

Los artículos 43 y 44, establecen cuando, antes de iniciar el pro-
cedimiento es necesario llevar a cabo unas Diligencias preliminares, 
señalando los siguientes casos:

Cuando la propia Administración autora de algún acto pretenda demandar su 
anulación ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa deberá, previamente, 
declararlo lesivo para el interés público.



Sigue el artículo 44 manifestando que:

“1. En los litigios entre Administraciones públicas no cabrá interponer recurso 
en vía administrativa. No obstante, cuando una Administración interponga recur-
so contencioso-administrativo contra otra, podrá requerirla previamente para 
que derogue la disposición, anule o revoque el acto, haga cesar o modifique la 
actuación material, o inicie la actividad a que esté obligada.

Cuando la Administración contratante, el contratista o terceros pretendan re-
currir las decisiones adoptadas por los órganos administrativos a los que corres-
ponde resolver los recursos especiales y las reclamaciones en materia de contra-
tación a que se refiere la legislación de Contratos del Sector Público interpondrán 
el recurso directamente y sin necesidad de previo requerimiento o recurso admi-
nistrativo.

2. El requerimiento deberá dirigirse al órgano competente mediante escrito
razonado que concretará la disposición, acto, actuación o inactividad, y deberá 
producirse en el plazo de dos meses contados desde la publicación de la norma 
o desde que la Administración requirente hubiera conocido o podido conocer el
acto, actuación o inactividad.

3. El requerimiento se entenderá rechazado si, dentro del mes siguiente a
su recepción, el requerido no lo contestara.

4. Queda a salvo lo dispuesto sobre esta materia en la legislación de régimen
local.”

4.5.2. Interposición del recurso y reclamación del expediente

Mientras que en los procesos civiles es la demanda la forma de iniciación en 
el recurso contencioso-administrativo se iniciará por un escrito reducido a 
citar la disposición, acto, inactividad o actuación constitutiva de vía 
de hecho que se impugne y a solicitar que se tenga por interpuesto el 
recurso, salvo cuando esta Ley disponga otra cosa. Según el artículo 45 LJCA 
a este escrito se acompañará:

a) El documento que acredite la representación del compareciente, salvo si
figurase unido a las actuaciones de otro recurso pendiente ante el mismo
Juzgado o Tribunal, en cuyo caso podrá solicitarse que se expida certifica-
ción para su unión a los autos.

b) El documento o documentos que acrediten la legitimación del actor cuan-
do la ostente por habérsela transmitido otro por herencia o por cualquier
otro título.



c) La copia o traslado de la disposición o del acto expreso que se recurran, o
indicación del expediente en que haya recaído el acto o el periódico oficial
en que la disposición se haya publicado. Si el objeto del recurso fuera la
inactividad de la Administración o una vía de hecho, se mencionará el
órgano o dependencia al que se atribuya una u otra, en su caso, el expe-
diente en que tuvieran origen, o cualesquiera otros datos que sirvan para
identificar suficientemente el objeto del recurso.

d) El documento o documentos que acrediten el cumplimiento de los requi-
sitos exigidos para entablar acciones las personas jurídicas con arreglo a
las normas o estatutos que les sean de aplicación, salvo que se hubieran
incorporado o insertado en lo pertinente dentro del cuerpo del documento
mencionado en la letra a) de este mismo apartado.

El Secretario judicial examinará de oficio la validez de la comparecencia 
tan pronto como se haya presentado el escrito de interposición.

– Si estima que es válida, admitirá a trámite el recurso.

– Si con el escrito de interposición no se acompañan los documentos ex-
presados en el apartado anterior o los presentados son incompletos y, en
general, siempre que el Secretario judicial estime que no concurren los
requisitos exigidos por esta Ley para la validez de la comparencia, reque-
rirá inmediatamente la subsanación de los mismos, señalando un plazo de
DIEZ DÍAS para que el recurrente pueda llevarla a efecto y, si no lo hicie-
re, el Juez o Tribunal se pronunciará sobre el archivo de las actuaciones.

El recurso de lesividad se iniciará por demanda que fijará con precisión 
la persona o personas demandadas y su sede o domicilio si constara. A esta de-
manda se acompañarán en todo caso la declaración de lesividad, el expediente 
administrativo y, si procede, los documentos de las letras a) y d) del apartado 2 
de este artículo.

El recurso dirigido contra una disposición general, acto, inactividad 
o vía de hecho en que no existan terceros interesados podrá iniciarse
también mediante demanda en que se concretará la disposición, acto o conducta 
impugnados y se razonará su disconformidad a Derecho. Con la demanda se 
acompañarán los documentos que procedan.

El plazo para la interposición

El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo será de DOS 
MESES contados desde el día siguiente al de la publicación de la disposición 
impugnada o al de la notificación o publicación del acto que ponga fin a la vía 
administrativa, si fuera expreso. 



Si no lo fuera, el plazo será de SEIS MESES y se contará, para el solicitante 
y otros posibles interesados, a partir del día siguiente a aquél en que, de acuerdo 
con su normativa específica, se produzca el acto presunto.

En los supuestos previstos en el artículo 29, (tres meses desde el requerimien-
to de realización de la prestación o un mes desde requerimiento de ejecución de 
acto firme) los dos meses se contarán a partir del día siguiente al vencimiento de 
los plazos señalados en dicho artículo.

Si el recurso contencioso-administrativo se dirigiera contra una actuación en 
vía de hecho, el plazo para interponer el recurso será de DIEZ DÍAS a contar 
desde el día siguiente a la terminación del plazo establecido en el artículo 30. Si 
no hubiere requerimiento, el plazo será de VEINTE DÍAS desde el día en que 
se inició la actuación administrativa en vía de hecho.

El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo se contará des-
de el día siguiente a aquel en que se notifique la resolución expresa del recurso 
potestativo de reposición o en que éste deba entenderse presuntamente deses-
timado.

El plazo para interponer recurso de lesividad será de DOS MESES a 
contar desde el día siguiente a la fecha de la declaración de lesividad.

En los litigios entre Administraciones, el plazo para interponer recurso contencio-
so-administrativo será de DOS MESES, salvo que por Ley se establezca otra cosa. 
Cuando hubiera precedido el requerimiento regulado en los tres primeros apartados 
del artículo 44, el plazo se contará desde el día siguiente a aquel en que se reciba la 
comunicación del acuerdo expreso o se entienda presuntamente rechazado.

Una vez cumplido lo dispuesto anteriormente, el Secretario judicial en el si-
guiente día hábil acordará, si lo solicita el recurrente, QUE SE ANUNCIE LA 
INTERPOSICIÓN DEL RECURSO Y REMITIRÁ EL OFICIO PARA SU PUBLI-
CACIÓN por el órgano competente, sin perjuicio de que sea costeada por el recu-
rrente, en el periódico oficial que proceda atendiendo al ámbito territorial de com-
petencia del órgano autor de la actividad administrativa recurrida. El Secretario 
judicial podrá también acordar de oficio la publicación, si lo estima conveniente.

Si se hubiera iniciado el recurso mediante demanda en los supuestos previs-
tos por el artículo 45.5 y éste se dirige contra una disposición general, deberá 
procederse a la publicación del anuncio de interposición de aquél, en el que se 
concederán QUINCE DÍAS para la personación de quienes tengan in-
terés legítimo en sostener la conformidad a Derecho de la disposición, acto o 
conducta impugnados. Transcurrido este plazo, el Secretario judicial procederá a 
dar traslado de la demanda y de los documentos que la acompañen para que sea 
contestada primero por la Administración y luego por los demás demandados 
que se hubieran personado. (art. 47)



El artículo 48 dispone que:

“1. El Secretario judicial, al acordar lo previsto en el apartado 1 del artículo 
anterior, o mediante diligencia si la publicación no fuere necesaria, requerirá a 
la Administración que le remita el expediente administrativo, ordenándole 
que practique los emplazamientos previstos en el artículo 49 (los veremos a 
continuación). El expediente se reclamará al órgano autor de la disposición o 
acto impugnado o a aquél al que se impute la inactividad o vía de hecho. Se hará 
siempre una copia autentificada de los expedientes tramitados en grados o fases 
anteriores, antes de devolverlos a su oficina de procedencia. 

2. No se reclamará el expediente en el caso del apartado 2 del artículo an-
terior, sin perjuicio de la facultad otorgada por el apartado 5 de este artículo 48.

3. El expediente deberá ser remitido en el plazo improrrogable de VEINTE
DÍAS, a contar desde que la comunicación judicial tenga entrada en el registro 
general del órgano requerido. La entrada se pondrá en conocimiento del órgano 
jurisdiccional.

4. El expediente, original o copiado, se enviará completo, foliado y, en su
caso, autentificado, acompañado de un índice, asimismo autentificado, de los do-
cumentos que contenga. La Administración conservará siempre el original o una 
copia autentificada de los expedientes que envíe. Si el expediente fuera reclama-
do por diversos Juzgados o Tribunales, la Administración enviará copias autenti-
ficadas del original o de la copia que conserve.

5. Cuando el recurso contra la disposición se hubiere iniciado por demanda,
el Tribunal podrá recabar de oficio o a petición del actor el expediente de elabo-
ración. Recibido el expediente, el Secretario judicial lo pondrá de manifiesto a las 
partes por cinco días para que formulen alegaciones.

6. Se excluirán del expediente, mediante resolución motivada, los documen-
tos clasificados como secreto oficial, haciéndolo constar así en el índice de do-
cumentos y en el lugar del expediente donde se encontraran los documentos 
excluidos.”

4.5.3. Emplazamiento de los demandados y admisión del 
recurso

Emplazamiento

EL EMPLAZAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN se entenderá efectuado 
con el mero hecho de la RECLAMACIÓN DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATI-
VO y tendrá 20 DÍAS a contar desde que la comunicación judicial tenga entrada 
en el registro general del órgano requerido.



EL EMPLAZAMIENTO DE LOS PARTICULARES lo efectuará la propia ad-
ministración remisora del expediente: La resolución por la que se acuerde remitir 
el expediente se notificará en los 5 días siguientes a su adopción, a cuantos 
aparezcan como interesados en él, emplazándoles para que puedan personarse 
como demandados en el plazo de 9 DÍAS.

El emplazamiento de los demandados en el recurso de lesividad se efectuará 
personalmente por plazo de 9 DÍAS.

A la administración se la tendrá por personada con la remisión del expedien-
te. Se excluirán del expediente, mediante resolución motivada, los documentos 
clasificados como secreto oficial.

El particular se podrá personar dentro del plazo de 9 días a los que se hace 
referencia anteriormente. Si lo hicieran fuera de este plazo se les tendrá por per-
sonados en los trámites no precluidos.

Transcurrido el plazo de remisión del expediente sin haberse recibi-
do completo proceden:

Multas

Se reiterará la reclamación y, si no se enviara en el término de 10 DÍAS. El 
Juez o Tribunal impondrá una multa coercitiva de 300 a 1.200 euros a la au-
toridad o empleado responsable. La multa será reiterada cada 20 días, hasta 
el cumplimiento de lo requerido.

Impuestas las tres primeras multas coercitivas sin lograr que se remita el ex-
pediente completo, el Juez o Tribunal pondrá los hechos en conocimiento del 
Ministerio Fiscal, sin perjuicio de seguir imponiendo nuevas multas. El requeri-
miento cuya desatención pueda dar lugar a la tercera multa coercitiva contendrá 
el oportuno apercibimiento.

4.5.4. Tramitación del procedimiento ordinario

Una vez recibido el expediente en el Juzgado pueden darse varios 
casos:

El auto de inadmisión por un defecto de forma o fondo

El Juzgado o Sala, tras el examen del expediente administrativo, declarará 
no haber lugar a la admisión del recurso cuando constare de modo inequívoco 
y manifiesto:

a) La falta de jurisdicción o la incompetencia del Juzgado o Tribunal.

b) La falta de legitimación del recurrente.



c) Haberse interpuesto el recurso contra actividad no susceptible de impug-
nación.

d) Haber caducado el plazo de interposición del recurso.

Si se admite a trámite:

DEMANDA: (20 DÍAS)

Recibido el expediente administrativo en el Juzgado o Tribunal y comproba-
dos, y en su caso completados, los emplazamientos, por el Secretario judicial se 
acordará que se entregue al recurrente para que se deduzca la demanda en el 
plazo de 20 DÍAS

Si la demanda no se hubiere presentado dentro del plazo, el Juzgado o Sala, 
de oficio, declarará por auto la caducidad del recurso. No obstante, se ad-
mitirá el escrito de demanda, y producirá sus efectos legales, si se presentare 
dentro del día en que se notifique el auto.

Transcurrido el término para la remisión del expediente administrativo sin que 
éste hubiera sido enviado, la parte recurrente podrá pedir, por sí o a iniciativa del 
Secretario judicial, que se le conceda plazo para formalizar la demanda.

Si después de que la parte demandante hubiera usado del derecho estableci-
do en el apartado anterior se recibiera el expediente, el Secretario judicial pondrá 
éste de manifiesto a las partes demandantes y, en su caso, demandadas por plazo 
común de 10 DÍAS para que puedan efectuar las alegaciones complementarias 
que estimen oportunas.

CONTESTACIÓN A LA DEMANDA (20 DÍAS)

Presentada la demanda, el Secretario judicial dará traslado de la misma, 
con entrega del expediente administrativo, a las partes demandadas que hubie-
ran comparecido, para que la contesten en el plazo de 20 DÍAS. 

Si la demanda se hubiere formalizado sin haberse recibido el expediente ad-
ministrativo, emplazará a la Administración demandada para contestar, aperci-
biéndola de que no se admitirá la contestación si no va acompañada de dicho 
expediente.

Si el defensor de la Administración demandada estima que la disposi-
ción o actuación administrativa recurrida pudiera no ajustarse a Derecho, podrá 
solicitar la suspensión del procedimiento por un plazo de 20 DÍAS para comu-
nicar su parecer razonado a aquélla. El Secretario judicial, previa audiencia del 
demandante, acordará lo procedente.

La contestación se formulará primero por la Administración demandada. 
Cuando hubieren de hacerlo, además de la Administración, otros demanda-



dos, y aunque no actuaren bajo una misma dirección, la contestación se for-
mulará simultáneamente por todos ellos. En este caso no habrá lugar a 
la entrega del expediente administrativo, que será puesto de manifiesto en la 
Oficina judicial, pero sí de la copia del mismo, con los gastos a cargo de estos 
demandados.

Si la Administración demandada fuere una entidad local y no se hubiere per-
sonado en el proceso pese a haber sido emplazada, se le dará no obstante trasla-
do de la demanda para que, en el plazo de 20 días, pueda designar representante 
en juicio o comunicar al órgano judicial, por escrito, los fundamentos por los que 
estimare improcedente la pretensión del actor.

Si las partes estimasen que el expediente administrativo no está completo, 
podrán solicitar, dentro del plazo para formular la demanda o la contestación, 
que se reclamen los antecedentes para completarlo.

La solicitud a que se refiere el apartado anterior suspenderá el curso del plazo 
correspondiente.

El Secretario judicial resolverá lo pertinente en el plazo de 3 días. La Ad-
ministración, al remitir de nuevo el expediente, deberá indicar en el índice los 
documentos que se han adicionado.

En los escritos de demanda y de contestación se consignarán con la debida 
separación los hechos, los fundamentos de Derecho y las pretensiones que se de-
duzcan, en justificación de las cuales podrán alegarse cuantos motivos procedan, 
hayan sido o no planteados ante la Administración.

El Secretario judicial examinará de oficio la demanda y requerirá que se sub-
sanen las faltas de que adolezca en plazo no superior a 10 días. Realizada la 
subsanación, admitirá la demanda. En otro caso, dará cuenta al Juez para que 
resuelva lo que proceda sobre su admisión.

Con la demanda y la contestación las partes acompañarán los documentos en 
que directamente funden su derecho, y si no obraren en su poder, designarán el 
archivo, oficina, protocolo o persona en cuyo poder se encuentren.

Después de la demanda y contestación no se admitirán a las partes más do-
cumentos que los que se hallen en alguno de los casos previstos para el proceso 
civil. No obstante, el demandante podrá aportar, además, los documentos que 
tengan por objeto desvirtuar alegaciones contenidas en las contestaciones a la 
demanda y que pongan de manifiesto disconformidad en los hechos, antes de la 
citación de vista o conclusiones.



El Secretario judicial declarará concluso el pleito, sin más trámite, para senten-
cia una vez contestada la demanda, salvo que el Juez o Tribunal haga uso de la 
facultad que le atribuye el artículo 61 en los siguientes supuestos:

1.º  Si el actor pide por otrosí en su demanda que el recurso se falle sin nece-
sidad de recibimiento a prueba ni tampoco de vista o conclusiones y la 
parte demandada no se opone.

2.º  Si en los escritos de demanda y contestación no se solicita el recibimiento
a prueba ni los trámites de vista o conclusiones, salvo que el Juez o Tribu-
nal, excepcionalmente, atendida la índole del asunto, acuerde la celebra-
ción de vista o la formulación de conclusiones escritas.

En los dos supuestos anteriores, si el demandado solicita la inadmisión del 
recurso, se dará traslado al demandante para que en el plazo de 5 días formule 
las alegaciones que estime procedentes sobre la posible causa de inadmisión, y 
seguidamente se declarará concluso el pleito.

ALEGACIONES PREVIAS (Es una tramitación prevista para los in-
cidentes se resuelven por AUTO) 5 DÍAS

Las partes demandadas podrán alegar, dentro de los primeros 5 días del plazo 
para contestar la demanda, los motivos que pudieren determinar la incompeten-
cia del órgano jurisdiccional o la inadmisibilidad del recurso.

Para hacer uso de este trámite la Administración demandada habrá de acom-
pañar el expediente administrativo si no lo hubiera remitido antes.

Del escrito formulando alegaciones previas el Secretario judicial dará traslado 
por 5 DÍAS al actor, el cual podrá subsanar el defecto, si procediera, en el plazo 
de 10 DÍAS. Evacuado el traslado, se seguirá la tramitación prevista para los 
incidentes.

El auto desestimatorio de las alegaciones previas no será susceptible de recur-
so y dispondrá que se conteste la demanda en el plazo que reste.

El auto estimatorio de las alegaciones previas declarará la inadmisibilidad del 
recurso y, una vez firme, el Secretario judicial ordenará la devolución del expe-
diente administrativo a la oficina de donde procediere. 

PRUEBA (30 DÍAS)

Solamente se podrá pedir el recibimiento del proceso a prueba por medio 
de otrosí, en:

– Los escritos de demanda y contestación.

– En los de alegaciones complementarias.



En dichos escritos deberán expresarse en forma ordenada los puntos de hecho 
sobre los que haya de versar la prueba y los medios de prueba que se propongan.

Si de la contestación a la demanda resultaran nuevos hechos de trascendencia 
para la resolución del pleito, el recurrente podrá pedir el recibimiento a prueba y 
expresar los medios de prueba que se propongan dentro de los 5 días siguientes 
a aquel en que se haya dado traslado de la misma.

Se recibirá el proceso a prueba cuando exista disconformidad en los hechos 
y éstos fueran de trascendencia, a juicio del órgano jurisdiccional, para la reso-
lución del pleito. Si el objeto del recurso fuera una sanción administrativa o dis-
ciplinaria, el proceso se recibirá siempre a prueba cuando exista disconformidad 
en los hechos.

La prueba se desarrollará con arreglo a las normas generales establecidas 
para el proceso civil, siendo el plazo para practicarla de 30 DÍAS. No obstante, 
se podrán aportar al proceso las pruebas practicadas fuera de este plazo por cau-
sas no imputables a la parte que las propuso.

Las Salas podrán delegar en uno de sus Magistrados o en un Juzgado de lo 
Contencioso-administrativo la práctica de todas o algunas de las diligencias pro-
batorias, y el representante en autos de la Administración podrá, a su vez, delegar 
en un funcionario público de la misma la facultad de intervenir en la práctica de 
pruebas.

En el acto de emisión de la prueba pericial, el Juez otorgará, a petición 
de cualquiera de las partes, un plazo no superior a 5 DÍAS para que las partes 
puedan solicitar aclaraciones al dictamen emitido.

De acuerdo con las leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que 
las alegaciones de la parte actora se fundamenten en actuaciones discrimina-
torias por razón del sexo, corresponderá al demandado probar la ausencia de 
discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instan-
cia de parte, podrá recabar, si lo estimase útil y pertinente, informe o dictamen 
de los organismos públicos competentes.

El Juez o Tribunal podrá acordar de oficio el recibimiento a prueba y dispo-
ner la práctica de cuantas estime pertinentes para la más acertada decisión del 
asunto.

Finalizado el período de prueba, y hasta que el pleito sea declarado concluso 
para sentencia, el órgano jurisdiccional podrá también acordar la práctica de 
cualquier diligencia de prueba que estimare necesaria.

Las partes tendrán intervención en las pruebas.



Si el Juez o Tribunal hiciere uso de su facultad de acordar de oficio la práctica 
de una prueba, y las partes carecieran de oportunidad para alegar sobre ello en 
la vista o en el escrito de conclusiones, el Secretario judicial pondrá de manifiesto 
el resultado de la prueba a las partes, las cuales podrán, en el plazo de 5 DÍAS, 
alegar cuanto estimen conveniente acerca de su alcance e importancia.

El Juez podrá acordar de oficio, previa audiencia a las partes, o bien a ins-
tancia de las mismas la extensión de los efectos de las pruebas periciales a los 
procedimientos conexos. A los efectos de la aplicación de las normas sobre cos-
tas procesales en relación al coste de estas pruebas se entenderá que son partes 
todos los intervinientes en los procesos sobre los cuales se haya acordado la 
extensión de sus efectos, prorrateándose su coste entre los obligados en dichos 
procesos al pago de las costas.

VISTA Y CONCLUSIONES ESCRITAS

Salvo que en esta Ley se disponga otra cosa, las partes podrán solicitar que:

A) Se celebre vista oral

B) Se presenten conclusiones escritas

C) El pleito sea declarado concluso, sin más trámites, para sentencia.

Dicha solicitud habrá de formularse por medio de otrosí en:

– Los escritos de demanda o contestación

– Por escrito presentado en el plazo de 5 días contados desde que se notifi-
que la diligencia de ordenación declarando concluso el período de prueba.

El Secretario judicial proveerá según lo que coincidentemente hayan solicita-
do las partes. En otro caso, sólo acordará la celebración de vista o la formulación 
de conclusiones escritas cuando lo solicite el demandante o cuando, habiéndose 
practicado prueba, lo solicite cualquiera de las partes.

Si las partes no hubieran formulado solicitud alguna el Juez o Tribunal, excep-
cionalmente, atendida la índole del asunto, podrá acordar la celebración de vista 
o la formulación de conclusiones escritas.

Si se acordara la celebración de vista oral, el Secretario judicial seña-
lará la fecha de la audiencia por riguroso orden de antigüedad de los asuntos, 
excepto los referentes a materias que por prescripción de la ley o por acuerdo 
motivado del órgano jurisdiccional, fundado en circunstancias excepcionales, de-
ban tener preferencia, los cuales, estando conclusos, podrán ser antepuestos a los 
demás cuyo señalamiento aún no se hubiera hecho.

En el acto de la vista, se dará la palabra a las partes por su orden para 
que de forma sucinta expongan sus alegaciones. El Juez o el Presidente de la 
Sala, por sí o a través del Magistrado ponente, podrá invitar a los defensores de 



las partes, antes o después de los informes orales, a que concreten los hechos y 
puntualicen, aclaren o rectifiquen cuanto sea preciso para delimitar el objeto de 
debate.

El desarrollo de la vista se registrará en soporte apto para la grabación y 
reproducción del sonido y de la imagen. El Secretario judicial deberá custodiar 
el documento electrónico que sirva de soporte a la grabación. Las partes podrán 
pedir, a su costa, copia de las grabaciones originales.

Siempre que se cuente con los medios tecnológicos necesarios, el Secretario 
judicial garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido me-
diante la utilización de la firma electrónica reconocida u otro sistema de se-
guridad que conforme a la ley ofrezca tales garantías. En este caso, la celebración 
del acto no requerirá la presencia en la sala del Secretario judicial, salvo que lo 
hubieran solicitado las partes, al menos 2 días antes de la celebración de la vista, 
o que excepcionalmente el Secretario judicial lo considere necesario, atendiendo
a la complejidad del asunto, al número y naturaleza de las pruebas a practicar, al 
número de intervinientes, a la posibilidad de que se produzcan incidencias que 
no pudieran registrarse, o a la concurrencia de otras circunstancias igualmente 
excepcionales que lo justifiquen, supuesto en el cual el Secretario judicial exten-
derá acta sucinta en los términos previstos en el apartado siguiente.

Si los mecanismos de garantía previstos en el apartado anterior no se pudie-
sen utilizar, el Secretario judicial deberá consignar en el acta los siguientes extre-
mos: número y clase de procedimiento; lugar y fecha de celebración; tiempo de 
duración, asistentes al acto; alegaciones de las partes; resoluciones que adopte el 
Juez o Tribunal; así como las circunstancias e incidencias que no pudieran cons-
tar en aquel soporte. A este acta se incorporarán los soportes de la grabación de 
las sesiones.

Cuando los medios de registro previstos en este artículo no se pudiesen utilizar 
por cualquier causa, el Secretario judicial extenderá acta de cada sesión, reco-
giendo en ella, con la extensión y detalle necesarios, las alegaciones de las partes, 
las incidencias y reclamaciones producidas y las resoluciones adoptadas.

El acta, se extenderá por procedimientos informáticos, sin que pueda ser ma-
nuscrita más que en las ocasiones en que la sala en que se esté celebrando la 
actuación careciera de medios informáticos. En estos casos, al terminar la sesión 
el Secretario judicial leerá el acta, haciendo en ella las rectificaciones que las 
partes reclamen, si las estima procedentes. Este acta se firmará por el Secretario 
judicial tras el Juez o Presidente, las partes, sus representantes o defensores y los 
peritos, en su caso.

Cuando se acuerde el trámite de conclusiones escritas, las partes 
presentarán unas alegaciones sucintas acerca de los hechos, la prueba practicada 



y los fundamentos jurídicos en que apoyen sus pretensiones. El plazo para for-
mular el escrito será de 10 días sucesivos para los demandantes y demandados, 
siendo simultáneo para cada uno de estos grupos de partes si en alguno de ellos 
hubiere comparecido más de una persona y no actuaran unidos bajo una misma 
representación.

El señalamiento de día para votación y fallo se ajustará al orden expresado 
anteriormente

Celebrada la vista o presentadas las conclusiones, el Juez o Tribunal 
declarará que el pleito ha quedado concluso para sentencia

En el acto de la vista o en el escrito de conclusiones no podrán plantearse 
cuestiones que no hayan sido suscitadas en los escritos de demanda y contesta-
ción.

Cuando el Juez o Tribunal juzgue oportuno que en el acto de la vista o en las 
conclusiones se traten motivos relevantes para el fallo y distintos de los alegados, 
lo pondrá en conocimiento de las partes mediante providencia, dándoles plazo 
de 10 días para ser oídas sobre ello. Contra esta providencia no cabrá recurso 
alguno.

En el acto de la vista, o en el escrito de conclusiones, el demandante podrá 
solicitar que la sentencia formule pronunciamiento concreto sobre la existencia y 
cuantía de los daños y perjuicios de cuyo resarcimiento se trate, si constasen ya 
probados en autos.

Los recursos directos contra disposiciones generales gozarán de preferencia 
y, una vez conclusos, serán antepuestos para su votación y fallo a cualquier otro 
recurso contencioso-administrativo, sea cual fuere su instancia o grado, salvo el 
proceso especial de protección de derechos fundamentales.

SENTENCIA (10 DÍAS)

La sentencia se dictará en el plazo de 10 días desde que el pleito haya sido 
declarado concluso y decidirá todas las cuestiones controvertidas en el proceso. 

Cuando el Juez o Tribunal apreciase que la sentencia no podrá dictarse dentro 
del plazo indicado, lo razonará debidamente y señalará una fecha.

La sentencia pronunciará alguno de los fallos siguientes:

a) Inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo.

b) Estimación o desestimación del recurso contencioso-administrativo.

La sentencia contendrá además el pronunciamiento que corresponda respec-
to de las costas.



La sentencia declarará la inadmisibilidad del recurso o de alguna de las 
pretensiones en los casos siguientes:

1. Que el Juzgado o Tribunal Contencioso-administrativo carezca de jurisdic-
ción.

2. Que se hubiera interpuesto por persona incapaz, no debidamente repre-
sentada o no legitimada.

3. Que tuviera por objeto disposiciones, actos o actuaciones no susceptibles
de impugnación.

4. Que recayera sobre cosa juzgada o existiera litispendencia.

5. Que se hubiera presentado el escrito inicial del recurso fuera del plazo
establecido.

La sentencia desestimará el recurso cuando se ajusten a Derecho la dispo-
sición, acto o actuación impugnados.

La sentencia estimará el recurso contencioso-administrativo cuando la 
disposición, la actuación o el acto incurrieran en cualquier infracción del ordena-
miento jurídico, incluso la desviación de poder.

Se entiende por desviación de poder el ejercicio de potestades administrativas 
para fines distintos de los fijados por el ordenamiento jurídico.

Cuando la sentencia estimase el recurso contencioso-administrativo:

a) Declarará no ser conforme a Derecho y, en su caso, anulará total o parcial-
mente la disposición o acto recurrido o dispondrá que cese o se modifique
la actuación impugnada.

b) Si se hubiese pretendido el reconocimiento y restablecimiento de una
situación jurídica individualizada, reconocerá dicha situación jurídica y
adoptará cuantas medidas sean necesarias para el pleno restablecimiento
de la misma.

c) Si la medida consistiera en la emisión de un acto o en la práctica de una
actuación jurídicamente obligatoria, la sentencia podrá establecer plazo
para que se cumpla el fallo.

d) Si fuera estimada una pretensión de resarcir daños y perjuicios, se decla-
rará en todo caso el derecho a la reparación, señalando asimismo quién
viene obligado a indemnizar. La sentencia fijará también la cuantía de
la indemnización cuando lo pida expresamente el demandante y consten
probados en autos elementos suficientes para ello. En otro caso, se esta-
blecerán las bases para la determinación de la cuantía, cuya definitiva
concreción quedará diferida al período de ejecución de sentencia.



Los órganos jurisdiccionales no podrán determinar la forma en que han de 
quedar redactados los preceptos de una disposición general en sustitución de 
los que anularen ni podrán determinar el contenido discrecional de los actos 
anulados.

La sentencia que declare la inadmisibilidad o desestimación del recurso con-
tencioso-administrativo sólo producirá efectos entre las partes.

La anulación de una disposición o acto producirá efectos para todas las per-
sonas afectadas. Las sentencias firmes que anulen una disposición general ten-
drán efectos generales desde el día en que sea publicado su fallo y preceptos anu-
lados en el mismo periódico oficial en que lo hubiera sido la disposición anulada. 
También se publicarán las sentencias firmes que anulen un acto administrativo 
que afecte a una pluralidad indeterminada de personas.

La estimación de pretensiones de reconocimiento o restablecimiento de una 
situación jurídica individualizada sólo producirá efectos entre las partes. 

Las sentencias firmes que anulen un precepto de una disposición general no 
afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o actos administrativos 
firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara efectos genera-
les, salvo en el caso de que la anulación del precepto supusiera la exclusión o la 
reducción de las sanciones aún no ejecutadas completamente.

Otros modos de terminación del procedimiento (desistimiento, alla-
namiento, reconocimiento, y acuerdo).

El recurrente podrá DESISTIR DEL RECURSO en cualquier momento 
anterior a la sentencia.

Para que el desistimiento del representante en juicio produzca efectos será ne-
cesario que lo ratifique el recurrente o que esté autorizado para ello. Si desistiere 
la Administración pública, habrá de presentarse testimonio del acuerdo adopta-
do por el órgano competente con arreglo a los requisitos exigidos por las leyes o 
reglamentos respectivos.

El Secretario judicial dará traslado a las demás partes, y en los supuestos de 
acción popular al Ministerio Fiscal, por plazo común de 5 DÍAS si prestaren su 
conformidad al desistimiento o no se opusieren a él, dictará decreto en el que 
declarará terminado el procedimiento, ordenando el archivo de los autos y la 
devolución del expediente administrativo a la oficina de procedencia.

En otro caso, o cuando apreciare daño para el interés público, dará cuenta al 
Juez o Tribunal para que resuelva lo que proceda.



Si fueren varios los recurrentes, el procedimiento continuará respecto de 
aquellos que no hubieren desistido. El desistimiento no implicará necesariamen-
te la condena en costas.

Cuando se hubiera desistido del recurso porque la Administración deman-
dada hubiera reconocido totalmente en vía administrativa las pretensiones del 
demandante, y después la Administración dictase un nuevo acto total o parcial-
mente revocatorio del reconocimiento, el actor podrá pedir que continúe el pro-
cedimiento en el estado en que se encontrase, extendiéndose al acto revocatorio. 
Si el Juez o Tribunal lo estimase conveniente, concederá a las partes un plazo 
común de 10 días para que formulen por escrito alegaciones complementarias 
sobre la revocación.

Desistido un recurso de apelación o de casación, el Secretario judicial sin más 
trámites declarará terminado el procedimiento por decreto, ordenando el archivo 
de los autos y la devolución de las actuaciones recibidas al órgano jurisdiccional 
de procedencia.

Los demandados podrán allanarse.

Producido el allanamiento, el Juez o Tribunal, sin más trámites, dictará sen-
tencia de conformidad con las pretensiones del demandante, salvo si ello su-
pusiere infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso el órgano 
jurisdiccional comunicará a las partes los motivos que pudieran oponerse a la 
estimación de las pretensiones y las oirá por plazo común de diez días, dictando 
luego la sentencia que estime ajustada a Derecho.

Si fueren varios los demandados, el procedimiento seguirá respecto de aque-
llos que no se hubiesen allanado.

Si interpuesto recurso contencioso-administrativo LA ADMINISTRACIÓN 
DEMANDADA RECONOCIESE TOTALMENTE EN VÍA ADMINISTRA-
TIVA LAS PRETENSIONES DEL DEMANDANTE, cualquiera de las partes 
podrá ponerlo en conocimiento del Juez o Tribunal, cuando la Administración 
no lo hiciera.

El Secretario judicial mandará oír a las partes por plazo común de 5 DÍAS 
y, previa comprobación de lo alegado, el Juez o Tribunal dictará auto en el que 
declarará terminado el procedimiento y ordenará el archivo del recurso y la de-
volución del expediente administrativo, si el reconocimiento no infringiera mani-
fiestamente el ordenamiento jurídico. En este último caso dictará sentencia ajus-
tada a Derecho.

En los procedimientos en primera o única instancia, el Juez o Tribunal, de 
oficio o a solicitud de parte, una vez formuladas la demanda y la contestación, 
podrá someter a la consideración de las partes el reconocimiento de hechos o 



documentos, así como la posibilidad de ALCANZAR UN ACUERDO QUE 
PONGA FIN A LA CONTROVERSIA, cuando el juicio se promueva sobre 
materias susceptibles de transacción y, en particular, cuando verse sobre estima-
ción de cantidad.

Los representantes de las Administraciones públicas demandadas necesitarán 
la autorización oportuna para llevar a efecto la transacción, con arreglo a las nor-
mas que regulan la disposición de la acción por parte de los mismos.

El intento de conciliación no suspenderá el curso de las actuaciones salvo 
que todas las partes personadas lo solicitasen y podrá producirse en cualquier 
momento anterior al día en que el pleito haya sido declarado concluso para 
sentencia.

Si las partes llegaran a un acuerdo que implique la desaparición de la contro-
versia, el Juez o Tribunal dictará auto declarando terminado el procedimiento, 
siempre que lo acordado no fuera manifiestamente contrario al ordenamiento 
jurídico ni lesivo del interés público o de terceros.

4.6. Procedimiento abreviado 

El artículo 78 de la LJCA manifiesta que los Juzgados de lo Contencioso-Ad-
ministrativo y, en su caso, los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administra-
tivo de este Orden Jurisdiccional conocen, por el procedimiento abreviado, de:

A) Los asuntos de su competencia que se susciten sobre cuestiones de perso-
nal al servicio de las Administraciones Públicas

B) Sobre extranjería y sobre inadmisión de peticiones de asilo político

C) Asuntos de disciplina deportiva en materia de dopaje.

D) Todas aquellas cuya cuantía no supere los 30.000 euros.

El recurso se iniciará por demanda, a la que se acompañará el documento 
o documentos en que el actor funde su derecho y aquellos previstos.

Presentada la demanda, el Secretario judicial, apreciada la jurisdicción y com-
petencia objetiva del Tribunal, admitirá la demanda. En otro caso, dará cuenta a 
éste para que resuelva lo que proceda.

Admitida la demanda, el Secretario judicial acordará su traslado al 
demandado, citando a las partes para la celebración de vista, con indi-
cación de día y hora, y requerirá a la Administración demandada que remita el 
expediente administrativo con al menos quince días de antelación del término 
señalado para la vista. 



No obstante, si el actor pide por otrosí en su demanda que el recurso 
se falle sin necesidad de recibimiento a prueba ni tampoco de vista, el 
Secretario judicial dará traslado de la misma a las partes demandadas para que 
la contesten en el plazo de 20 días. Las partes demandadas podrán, dentro de 
los 10 primeros días del plazo para contestar a la demanda, solicitar la cele-
bración de la vista. En dicho caso el Secretario judicial citará a las partes al 
acto. En caso contrario, el Secretario judicial, declarará concluso el pleito sin más 
trámite una vez contestada la demanda 

Recibido el expediente administrativo, el Secretario judicial lo remitirá al actor 
y a los interesados que se hubieren personado para que puedan hacer alega-
ciones en el acto de la vista.

Comparecidas las partes, o alguna de ellas, el Juez declarará abierta 
la vista.

Si las partes no comparecieren o lo hiciere sólo el demandado, el 
Juez o Tribunal tendrá al actor por desistido del recurso y le condenará en cos-
tas, y si compareciere sólo el actor, acordará que prosiga la vista en ausencia del 
demandado.

La vista comenzará con exposición por el demandante de los fundamen-
tos de lo que pida o ratificación de los expuestos en la demanda.

Acto seguido, el demandado podrá formular las alegaciones que a su 
derecho convengan, comenzando, en su caso, por las cuestiones relativas a la 
jurisdicción, a la competencia objetiva y territorial y a cualquier otro hecho o 
circunstancia que pueda obstar a la válida prosecución y término del proceso 
mediante sentencia sobre el fondo.

Oído el demandante sobre estas cuestiones, el Juez resolverá lo que proceda, 
y si mandase proseguir el juicio, el demandado podrá pedir que conste en acta 
su disconformidad. Lo mismo podrá hacer el demandante si el Juez, al resolver 
sobre alguna de dichas cuestiones, declinara el conocimiento del asunto en favor 
de otro Juzgado o Tribunal o entendiese que debe declarar la inadmisibilidad del 
recurso.

Si en sus alegaciones el demandado hubiese impugnado la adecuación del 
procedimiento por razón de la cuantía, el Juez, antes de practicarse la prueba o, 
en su caso, las conclusiones, exhortará a las partes a ponerse de acuerdo sobre 
tal extremo. Si no se alcanzare el acuerdo, decidirá el Juez, que dará al proceso el 
curso procedimental que corresponda según la cuantía que él determine. Frente 
a la decisión del Juez no se dará recurso alguno.

Si no se suscitasen las cuestiones procesales a que se refieren los apartados 
anteriores o si, habiéndose suscitado, se resolviese por el Juez la continuación 



del juicio, se dará la palabra a las partes para fijar con claridad los hechos en 
que fundamenten sus pretensiones. Si no hubiere conformidad sobre ellos, se 
propondrán las pruebas y, una vez admitidas las que no sean impertinentes o 
inútiles, se practicarán seguidamente.

Cuando de las alegaciones de las partes se desprenda la conformidad de todos 
los demandados con las pretensiones del actor, el carácter meramente jurídico de 
la controversia, la ausencia de proposición de la prueba o la inadmisibilidad de 
toda la prueba propuesta, y las partes no deseasen formular conclusiones, el 
Juez apreciará tal circunstancia en el acto y, si ninguna parte se opusiere, dictará 
sentencia sin más dilación.

Formulada oposición, el Juez resolverá estimándola, en cuyo caso proseguirá 
la vista conforme a lo reglado en los apartados siguientes, o desestimándola en 
la misma sentencia que dicte conforme a lo previsto en el párrafo anterior, antes 
de resolver sobre el fondo, como especial pronunciamiento.

Los medios de prueba se practicarán en los juicios abreviados, en cuanto 
no sea incompatible con sus trámites, del modo previsto para el juicio ordinario.

Las preguntas para la prueba de interrogatorio de parte se propondrán ver-
balmente, sin admisión de pliegos.

No se admitirán escritos de preguntas y repreguntas para la prueba testifical. 
Cuando el número de testigos fuese excesivo y, a criterio del órgano judicial, sus 
manifestaciones pudieran constituir inútil reiteración del testimonio sobre hechos 
suficientemente esclarecidos, aquél podrá limitarlos discrecionalmente.

Los testigos no podrán ser tachados y, únicamente en conclusiones, las partes 
podrán hacer las observaciones que sean oportunas respecto de sus circunstan-
cias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.

En la práctica de la prueba pericial no serán de aplicación las reglas 
generales sobre insaculación de peritos.

Contra las resoluciones del Juez sobre denegación de pruebas o 
sobre admisión de las que se denunciaran como obtenidas con violación de de-
rechos fundamentales, las partes podrán interponer en el acto recurso de súpli-
ca, que se sustanciará y resolverá seguidamente.

Si el Juez estimase que alguna prueba relevante no puede practicarse en la 
vista, sin mala fe por parte de quien tuviera la carga de aportarla, la suspenderá, 
señalando el Secretario judicial competente, en el acto y sin necesidad de nueva 
notificación, el lugar, día y hora en que deba reanudarse.

Tras la práctica de la prueba, si la hubiere, y, en su caso, de las conclusiones, 
oídos los Letrados, las personas que sean parte en los asuntos podrán, con la 



venia del Juez, exponer de palabra lo que crean oportuno para su defensa a la 
conclusión de la vista, antes de darla por terminada.

El Juez dictará sentencia en el plazo de 10 DÍAS desde la celebración de 
la vista.

Si los mecanismos de garantía previstos no se pudiesen utilizar deberán con-
signarse en el acta los siguientes extremos: número y clase de procedimiento; 
lugar y fecha de celebración; tiempo de duración, asistentes al acto; alegaciones 
de las partes; resoluciones que adopte el Juez o Tribunal; así como las circuns-
tancias e incidencias que no pudieran constar en aquel soporte. A este acta se 
incorporarán los soportes de la grabación de las sesiones.

Cuando no se pudiesen utilizar los medios de registro por cualquier causa, el 
Secretario judicial extenderá acta de cada sesión, en la que se hará constar:

a) Lugar, fecha, Juez que preside el acto, partes comparecientes, representan-
tes, en su caso, y defensores que las asisten.

b) Breve resumen de las alegaciones de las partes, medios de prueba pro-
puestos por ellas, declaración expresa de su pertinencia o impertinencia,
razones de la denegación y protesta, en su caso.

c) En cuanto a las pruebas admitidas y practicadas:

1.º Resumen suficiente de las de interrogatorio de parte y testifical.

2.º  Relación circunstanciada de los documentos presentados, o datos su-
ficientes que permitan identificarlos, en el caso de que su excesivo 
número haga desaconsejable la citada relación.

3.º  Relación de las incidencias planteadas en el juicio respecto a la prueba
documental.

4.º  Resumen suficiente de los informes periciales, así como también de
la resolución del Juez en torno a las propuestas de recusación de los 
peritos.

5.º Resumen de las declaraciones realizadas en la vista.

d) Conclusiones y peticiones concretas formuladas por las partes; en caso de
que fueran de condena a cantidad, ésta deberá recogerse en el acta.

e) Declaración hecha por el Juez de conclusión de los autos, mandando
traerlos a la vista para sentencia.

Las actas previstas en este apartado se extenderán por procedimientos in-
formáticos, sin que puedan ser manuscritas más que en las ocasiones en que la 
sala en que se esté celebrando la actuación careciera de medios informáticos. 
En estos casos, al terminar la sesión el Secretario judicial leerá el acta, haciendo 
en ella las rectificaciones que las partes reclamen, si las estima procedentes. Este 



acta se firmará por el Secretario judicial tras el Juez o Presidente, las partes, sus 
representantes o defensores y los peritos, en su caso.

El procedimiento abreviado, en lo no dispuesto en este capítulo, se regirá por 
las normas generales de la presente Ley.

4.7. Ejecución de sentencias

La potestad de hacer ejecutar las sentencias y demás resoluciones judiciales 
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales de este orden jurisdic-
cional, y su ejercicio compete al que haya conocido del asunto en primera o 
única instancia.

Las partes están obligadas a cumplir las sentencias en la forma y términos que 
en éstas se consignen.

Todas las personas y entidades públicas y privadas están obligadas a prestar 
la colaboración requerida por los Jueces y Tribunales de lo Contencioso-adminis-
trativo para la debida y completa ejecución de lo resuelto.

Serán nulos de pleno derecho los actos y disposiciones contrarios a los pro-
nunciamientos de las sentencias, que se dicten con la finalidad de eludir su cum-
plimiento.

El órgano jurisdiccional a quien corresponda la ejecución de la sentencia de-
clarará, a instancia de parte, la nulidad de los actos y disposiciones a que se 
refiere el apartado anterior, por los trámites previstos en los apartados 2 y 3 del 
artículo 109, salvo que careciese de competencia para ello conforme a lo dis-
puesto en esta Ley.

Luego que sea firme una sentencia, el Secretario judicial lo comunicará en el 
plazo de 10 días al órgano que hubiera realizado la actividad objeto del recurso, 
a fin de que, recibida la comunicación, la lleve a puro y debido efecto y practique 
lo que exija el cumplimiento de las declaraciones contenidas en el fallo, y en el 
mismo plazo (10 días) indique el órgano responsable del cumplimiento de aquél.

Transcurridos 2 meses a partir de la comunicación de la sentencia o el plazo 
fijado en ésta para el cumplimiento del fallo, cualquiera de las partes y personas 
afectadas podrá instar su ejecución forzosa.

Atendiendo a la naturaleza de lo reclamado y a la efectividad de la sentencia, 
ésta podrá fijar un plazo inferior para el cumplimiento, cuando lo dispuesto en el 
apartado anterior lo haga ineficaz o cause grave perjuicio.



No podrá suspenderse el cumplimiento ni declararse la inejecución total o 
parcial del fallo.

Si concurriesen causas de imposibilidad material o legal de ejecutar una sen-
tencia, el órgano obligado a su cumplimiento lo manifestará a la autoridad ju-
dicial a través del representante procesal de la Administración, dentro del plazo 
previsto en el apartado segundo del artículo anterior, a fin de que, con audiencia 
de las partes y de quienes considere interesados, el Juez o Tribunal aprecie la 
concurrencia o no de dichas causas y adopte las medidas necesarias que ase-
guren la mayor efectividad de la ejecutoria, fijando en su caso la indemnización 
que proceda por la parte en que no pueda ser objeto de cumplimiento pleno. 
Son causas de utilidad pública o de interés social para expropiar los derechos o 
intereses legítimos reconocidos frente a la Administración en una sentencia firme 
el peligro cierto de alteración grave del libre ejercicio de los derechos y libertades 
de los ciudadanos, el temor fundado de guerra o el quebranto de la integridad 
del territorio nacional. La declaración de la concurrencia de alguna de las causas 
citadas se hará por el Gobierno de la Nación; podrá también efectuarse por el 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma cuando se trate de peligro 
cierto de alteración grave del libre ejercicio de los derechos y libertades de los 
ciudadanos y el acto, actividad o disposición impugnados proviniera de los ór-
ganos de la Administración de dicha Comunidad o de las Entidades locales de 
su territorio, así como de las Entidades de Derecho público y Corporaciones 
dependientes de una y otras.

La declaración de concurrencia de alguna de las causas mencionadas en el 
párrafo anterior habrá de efectuarse dentro de los dos meses siguientes a la 
comunicación de la sentencia. El Juez o Tribunal a quien competa la ejecución 
señalará, por el trámite de los incidentes, la correspondiente indemnización y, si 
la causa alegada fuera la de peligro cierto de alteración grave del libre ejercicio de 
los derechos y libertades de los ciudadanos, apreciará, además, la concurrencia 
de dicho motivo.

Cuando la Administración fuere condenada al pago de cantidad líquida, el 
órgano encargado de su cumplimiento acordará el pago con cargo al crédito 
correspondiente de su presupuesto que tendrá siempre la consideración de am-
pliable. Si para el pago fuese necesario realizar una modificación presupuestaria, 
deberá concluirse el procedimiento correspondiente dentro de los tres meses si-
guientes al día de notificación de la resolución judicial.

A la cantidad a que se refiere el apartado anterior se añadirá el interés legal 
del dinero, calculado desde la fecha de notificación de la sentencia dictada en 
única o primera instancia.

No obstante, transcurridos tres meses desde que la sentencia firme sea comu-
nicada al órgano que deba cumplirla, se podrá instar la ejecución forzosa. En este 



supuesto, la autoridad judicial, oído el órgano encargado de hacerla efectiva, po-
drá incrementar en dos puntos el interés legal a devengar, siempre que apreciase 
falta de diligencia en el cumplimiento.

Si la Administración condenada al pago de cantidad estimase que el cumpli-
miento de la sentencia habría de producir trastorno grave a su Hacienda, lo pon-
drá en conocimiento del Juez o Tribunal acompañado de una propuesta razona-
da para que, oídas las partes, se resuelva sobre el modo de ejecutar la sentencia 
en la forma que sea menos gravosa para aquélla.

Lo dispuesto en los apartados anteriores será de aplicación asimismo a los 
supuestos en que se lleve a efecto la ejecución provisional de las sentencias con-
forme a esta Ley.

Cualquiera de las partes podrá solicitar que la cantidad a satisfacer se com-
pense con créditos que la Administración ostente contra el recurrente.

Si la sentencia firme anulase total o parcialmente el acto impugnado, el Secre-
tario judicial dispondrá, a instancia de parte, la inscripción del fallo en los registros 
públicos a que hubiere tenido acceso el acto anulado, así como su publicación 
en los periódicos oficiales o privados, si concurriere causa bastante para ello, a 
costa de la parte ejecutada. Cuando la publicación sea en periódicos privados, se 
deberá acreditar ante el órgano jurisdiccional un interés público que lo justifique.

Si la sentencia anulara total o parcialmente una disposición general o un acto 
administrativo que afecte a una pluralidad indeterminada de personas, el Secre-
tario del órgano judicial ordenará su publicación en diario oficial en el plazo de 
diez días a contar desde la firmeza de la sentencia.

Si la sentencia condenare a la Administración a realizar una determinada ac-
tividad o a dictar un acto, el Juez o Tribunal podrá, en caso de incumplimiento:

a) Ejecutar la sentencia a través de sus propios medios o requiriendo la cola-
boración de las autoridades y agentes de la Administración condenada o,
en su defecto, de otras Administraciones públicas, con observancia de los
procedimientos establecidos al efecto.

b) Adoptar las medidas necesarias para que el fallo adquiera la eficacia que,
en su caso, sería inherente al acto omitido, entre las que se incluye la eje-
cución subsidiaria con cargo a la Administración condenada.

Si la Administración realizare alguna actividad que contraviniera los pronun-
ciamientos del fallo, el Juez o Tribunal, a instancia de los interesados, procederá 
a reponer la situación al estado exigido por el fallo y determinará los daños y 
perjuicios que ocasionare el incumplimiento.

La Administración pública, las demás partes procesales y las personas afec-
tadas por el fallo, mientras no conste en autos la total ejecución de la sentencia, 



podrán promover incidente para decidir, sin contrariar el contenido del fallo, 
cuantas cuestiones se planteen en la ejecución y especialmente las siguientes:

a) Órgano administrativo que ha de responsabilizarse de realizar las actuaciones.

b) Plazo máximo para su cumplimiento, en atención a las circunstancias que
concurran.

c) Medios con que ha de llevarse a efecto y procedimiento a seguir.

Del escrito planteando la cuestión incidental el Secretario judicial dará tras-
lado a las partes para que, en plazo común que no excederá de veinte días, 
aleguen lo que estimen procedente.

Evacuado el traslado o transcurrido el plazo a que se refiere el apartado ante-
rior, el Juez o Tribunal dictará auto, en el plazo de 10 días, decidiendo la cuestión 
planteada.

En materia tributaria y de personal al servicio de la Administración pública, 
los efectos de una sentencia firme que hubiera reconocido una situación jurídica 
individualizada a favor de una o varias personas podrán extenderse a otras, en 
ejecución de la sentencia, cuando concurran las siguientes circunstancias:

a) Que los interesados se encuentren en idéntica situación jurídica que los
favorecidos por el fallo.

b) Que el juez o tribunal sentenciador fuera también competente, por razón
del territorio, para conocer de sus pretensiones de reconocimiento de di-
cha situación individualizada.

c) Que soliciten la extensión de los efectos de la sentencia en el plazo de un
año desde la última notificación de esta a quienes fueron parte en el proce-
so. Si se hubiere interpuesto recurso en interés de la ley o de revisión, este
plazo se contará desde la última notificación de la resolución que ponga fin
a éste.

La solicitud deberá dirigirse directamente al órgano jurisdiccional competente 
que hubiera dictado la resolución de la que se pretende que se extiendan los 
efectos.

La petición al órgano jurisdiccional se formulará en escrito razonado al que 
deberá acompañarse el documento o documentos que acrediten la identidad de 
situaciones o la no concurrencia de alguna de las circunstancias del apartado 5 
de este artículo.

Antes de resolver, en los veinte días siguientes, el Secretario judicial reca-
bará de la Administración los antecedentes que estime oportunos y, en todo caso, 
un informe detallado sobre la viabilidad de la extensión solicitada, poniendo de 
manifiesto el resultado de esas actuaciones a las partes para que aleguen por 



plazo común de cinco días, con emplazamiento en su caso de los interesados 
directamente afectados por los efectos de la extensión. Una vez evacuado el trá-
mite, el Juez o Tribunal resolverá sin más por medio de auto, en el que no podrá 
reconocerse una situación jurídica distinta a la definida en la sentencia firme de 
que se trate.

El incidente se desestimará, en todo caso, cuando concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Si existiera cosa juzgada.

b) Cuando la doctrina determinante del fallo cuya extensión se postule fuere
contraria a la jurisprudencia del Tribunal Supremo o a la doctrina sentada
por los Tribunales Superiores de Justicia en el recurso a que se refiere el
artículo 99.

c) Si para el interesado se hubiere dictado resolución que, habiendo causado
estado en vía administrativa, fuere consentida y firme por no haber pro-
movido recurso contencioso-administrativo.

Si se encuentra pendiente un recurso de revisión o un recurso de casación 
en interés de la ley, quedará en suspenso la decisión del incidente hasta que se 
resuelva el citado recurso.

El régimen de recurso del auto dictado se ajustará a las reglas generales pre-
vistas en el artículo 80.

Cuando se hubiere acordado suspender la tramitación de uno o más recursos 
con arreglo a lo previsto en el artículo 37.2, una vez declarada la firmeza de la 
sentencia dictada en el pleito que se hubiere tramitado con carácter preferente, 
el Secretario judicial requerirá a los recurrentes afectados por la suspensión para 
que en el plazo de cinco días interesen la extensión de los efectos de la sentencia 
o la continuación del pleito suspendido, o bien manifiesten si desisten del recurso.

Si se solicitase la extensión de los efectos de aquella sentencia, el Juez o Tri-
bunal la acordará, salvo que concurra la circunstancia prevista en el artículo 
110.5.b) o alguna de las causas de inadmisibilidad del recurso contempladas en 
el artículo 69 de esta Ley.

Transcurridos los plazos señalados para el total cumplimiento del fallo, el juez 
o tribunal adoptará, previa audiencia de las partes, las medidas necesarias para
lograr la efectividad de lo mandado.

Singularmente, acreditada su responsabilidad, previo apercibimiento del Se-
cretario judicial notificado personalmente para formulación de alegaciones, el 
Juez o la Sala podrán:

a) Imponer multas coercitivas de ciento cincuenta a mil quinientos euros a
las autoridades, funcionarios o agentes que incumplan los requerimientos



del Juzgado o de la Sala, así como reiterar estas multas hasta la completa 
ejecución del fallo judicial, sin perjuicio de otras responsabilidades patri-
moniales a que hubiere lugar. A la imposición de estas multas les será 
aplicable lo previsto en el artículo 48.

b) Deducir el oportuno testimonio de particulares para exigir la responsabili-
dad penal que pudiera corresponder.

Transcurrido el plazo de ejecución que se hubiere fijado en el acuerdo a que 
se refiere el artículo 77. 3. (Si las partes llegaran a un acuerdo que implique 
la desaparición de la controversia, el Juez o Tribunal dictará auto declarando 
terminado el procedimiento, siempre que lo acordado no fuera manifiestamente 
contrario al ordenamiento jurídico ni lesivo del interés público o de terceros), 
cualquiera de las partes podrá instar su ejecución forzosa.

Si no se hubiere fijado plazo para el cumplimiento de las obligaciones deriva-
das del acuerdo, la parte perjudicada podrá requerir a la otra su cumplimiento y 
transcurridos dos meses podrá proceder a instar su ejecución forzosa.

4.8. Procedimientos especiales

En este tema nos limitamos a hacer una relación de estos procedimientos 
especiales.

Procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la per-
sona.

Cuestión de ilegalidad.

Procedimiento en los casos de suspensión administrativa previa de acuerdos.

Procedimiento para la garantía de la unidad de mercado.

Procedimiento para la declaración judicial de extinción de partidos políticos 
introducido por el artículo 127 quinquies de la L.O. 3/2015, de 30 de marzo, de 
control de la actividad económico-financiera de los Partidos Políticos, por la que 
se modifican la L.O. 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los Partidos Po-
líticos, la L.O. 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos y la L.O. 2/1982, de 
12 de mayo, del Tribunal de Cuentas.


	TEMA 9 AUXADMAGE
	Páginas desdeAuxiliar Administrativo Estado Vol 1



